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CAPITULO 1 
Nociones básicas sobre violencia intrafamiliar
1.  Familia.  “Grupo social que se caracteriza por una complejidad de redes de relación interpersonal, en las cuales la intimidad y la convivencia más o menos permanente en el tiempo hacen de ella un grupo específico, en ella se estructura la identidad, se protege a los miembros y se da el intercambio con la cultura”.
El concepto de familia no es un concepto individual, sino social. Todos los ser humanos sin excepción son un ser humano social, prueba de ello es que todos los seres humanos han nacido al interior de una familia.

La ley debe proteger los derechos de todas las victimas por igual y proteger también los de los agresores. La ley no es ni puede ser aplicada al más débil ni tampoco al más fuerte. La ley es para beneficio de todos y todas. La ley se justifica en la medida que es útil para fortalecer y restablecer cuando sea necesario la unidad y la armonía familiar.

2. Violencia.  La violencia consiste en un comportamiento de hostilidad que puede atribuirse a un individuo o grupo o estructura institucional o social, que se constata ante situaciones de conflicto por cuanto no se advierte la posibilidad de resolverlo en forma pacífica.

Ciertamente existen otros factores determinantes del comportamiento violento. En todo caso es frecuente que exista cierto grado de frustración y sentimientos negativos de quien opta por el mismo.

3. Violencia estructural, violencia social y violencia institucional.  Este tipo de violencia tiene por causa la injustica social presente en determinadas estructuras sociales, razón por la cual para erradicarla es necesario transformar el entorno o estructura que la padece.
4.  Violencia política.  Es aquella que tiene por causa condiciones políticas de confrontación violenta que buscan ser cambiadas con el propósito de la consecución o mantenimiento del poder político. También se asocia esta forma de violencia a la lucha de clases que pregonaba el marxismo.

5.  Violencia y subcultura.  WOLFGANG Y FERRACUTI citados por OTTO KLINEBERG coinciden en que “la violencia puede convertirse en la manera de vivir, de una forma aceptada de conducta, respaldada por hábitos populares y de moralidad convencional; en otras palabras una subcultura. En cualquier caso, no es cierto, que los seres humanos somos violentos por naturaleza.

6.  Violencia instrumental.  Se refiere a la violencia instrumental como aquella manifestación de hostilidad que se da en virtud del poder de los violentos.

7.  Violencia criminal.  Es así como la violencia criminal se conoce como una violencia de defensa social. De modo que el delincuente es un ser que socialmente ha sido catalogado como peligroso social.  Desde la criminología existen variadas explicaciones sobre las causas del delito, muchas de ellas han sido reformuladas, es así como existe una doctrina de nueva defensa social en la cual  la sociedad juega un papel fundamental.
8.  Violencia y conflicto.  La violencia no es lo mismo que el conflicto, el conflicto es algo necesario en la sociedad; mientras que los actos violentos no lo son, en la medida que los problemas pueden ser resueltos sin acudir a acciones hostiles o de maltrato. El conflicto en consecuencia, vendría a ser el escenario natural donde los seres humanos advierten en mayor o menor medida sus desacuerdos e incomprensiones.

9.  Violencia y maltrato.  La violencia, es una palabra que regularmente evoca el fenómeno violento en general, sin que necesariamente refiera a un maltrato especifico.

10.  Violencia intrafamiliar.  “Es toda acción u omisión que transforma en maltratantes las relaciones entre los miembros de una misma familia, causando daño físico, emocional, sexual o económico a uno o varios de ellos”. En un modelo desarrollado por la organización mundial de la salud (OMS), para la prevención de la violencia intrafamiliar, se determinaron como principales factores que fomentan el que las familias resuelvan sus conflictos de manera violenta los siguientes:
El estrés como factor de riesgo. La normalización de la respuesta violenta.  

Es fundamental dar ejemplo de actitudes de reconciliación y comunicación no violenta. Así como tener muy claro que las experiencias de violentas intrafamiliar y/o de maltrato vividas en la niñez o adolescencia, no tienen que ser causa de actitudes de maltrato posterior.

En definitiva, el problema de la violencia intrafamiliar es complejo, pues tiene como trasfondo la complejidad de las relaciones humanas y por ello implica una permanente tensión entre los sentimientos, es decir: ¿Cómo me siento?; el poder: ¿Qué tengo y el otro no? Y la desigualdad: ¿Por qué debo compartir con otro que no es mi igual o mi par?

11.  Violencia física.  Es violencia física abandonar a alguien, echarlo de la casa, romper o quemar sus ropas, cartas, fotos u otros efectos personales, negarle dinero para satisfacer sus necesidades básicas cuando se tienen los medios y la corresponde como deber, descuidar a la persona cuando está enferma o en estado de embarazo. Este último evento, ocurre en el 25% de mujeres embarazadas en Colombia.

12.  Violencia psicológica.  Comprende aquellos actos u omisiones destinadas a degradar o controlar a otras personas por medio de la intimidación, la humillación, los insultos de amenaza, el chantaje emocional o cualquier conducta similar que cause daño en la salud psicológica, la autonomía y el desarrollo personal.

Entre las formas más frecuentes de maltrato psíquico están: los insultos o burlas, minimizar los esfuerzos de la otra persona diciendo por ejemplo que “nunca sabe hacer nada bien”, manifestarle o insinuarle en forma reiterada que es estúpida o gorda, oponerse a la escogencia de los amigos o las relaciones con la familia, contar aventuras amorosas para ofender, no tener en cuenta los deseos de la otra persona en la intimidad y dar por cierto que es suficiente que uno quiera siendo obligatorio para la pareja acceder a requerimientos sexuales de cualquier tipo, permitir en público que la otra persona exprese sus ideas o imponérselas arguyendo poder y autoridad.
13.  Abuso sexual.  Toda clase de actos sexuales, voluntarios o involuntarios, con o sin penetración, ejercido sobre cualquier integrante de la familia.
La ley penal Colombiana establece que siempre el abuso o violencia contra un niño o una niña menor de catorce años, constituye un delito con pena de prisión para el agresor o agresora, incluso en las situaciones en que el menor de edad manifieste su acuerdo o consentimiento.

Este tipo de violencia o abuso causa daño físico o emocional, vulnera los derechos sexuales de la otra persona, le impide la satisfacción de sus necesidades sexuales e inhibe el pleno desarrollo de su sexualidad. Sin duda alguna constituye una afectación contra la dignidad humana, porque se considera que no tiene la capacidad mental ni emocional para discernir en un acto de esta naturaleza.

El maltrato sexual puede manifestarse cuando se critica el desempeño sexual, se obliga al otro a participar en actos sexuales de los cuales no se quiere hacer parte, herir físicamente durante el acto sexual, divulgar a terceras personas ajenas a la relación aspectos relacionados con las relaciones sexuales, oponerse al uso de los métodos anticonceptivos, el acoso sexual de un adulto a un menor de edad, del jefe a su subalterno, del profesor a su alumno, e.t.c.

14.  Femicidio.  Es el asesinato de mujeres por razones asociadas a su género. Existe de dos tipos: Femicidio íntimo y Femicidio no íntimo.
15. Ciclo de violencia.  La violencia intrafamiliar puede darse en un solo acto, o en varios cuando así ocurre es importante establecer los motivos de fondo que se cree tener  el agresor o agresora para hacerlo.  Una de las señales para identificar cuando la violencia intrafamiliar se ha agravado, es la ausencia o poco arrepentimiento del agresor o agresora, que finalmente se traduce en indiferencia.

La victima ser a por tanto aquella persona que padece la agresión en un contexto de conflicto que le va colocando progresivamente en un estado mayor indefensión ante el agresor o agresora, aun cuando en alguna ocasión recura a la violencia con el ánimo de defenderse.

Para restablecer la unidad y armonía familiar perdida es necesario involucrar a las partes en conflicto en procesos de recuperación psicológica que permitan elevar su autoestima, conseguir estabilidad emocional y tener una actitud de confianza y respeto hacia el otro.

16.  Factores de riesgo.  Son las condiciones que facilitan o estimulan en mayor o menor grado la violencia en el medio familiar.

17.  Factores protectores.  Son las condiciones que facilitan o estimulan en mayor o menor grado la unidad y la armonía familiar.

18.  Protección especial.  Este es un concepto que se emplea con relativa frecuencia, pero a pesar de esto, no todos le atribuimos el mismo significado.  Lo cierto, es que sugiere una intervención de las autoridades motivada por la particularidad de una problemática y por ende especializada, es decir, cuyo conocimiento debe corresponder a personas expertas en la solución de la misma.
Alrededor entonces del paradigma de la protección especial se justifica la necesidad y pertinencia de la acciones de los especialistas. Esta concepción es la que actualmente se acoge en el caso de los menores de edad, por esto, las experiencias de política de infancia gravitan en su irregularidad, es decir, en una situación especial de los y las niñas en su irregularidad, es decir, en una situación especial de los y las niñas que debe ser modificada, aun cuando sea de manera temporal, como por ejemplo los desayunos comunitarios como un mecanismo de intervención para atacar el problema de hambre y desnutrición de la infancia más desprotegida.

19.  Protección integral.  El concepto de integralidad ligado al concepto de protección sugiera varias cosas como por ejemplo: tratamiento en todas sus facetas del problema de violencia intrafamiliar o intervención de todas las autoridades concernidas en su solución parcial o total.

En el enfoque de derechos humanos, la razón de ofrecer soluciones al conflicto, es la protección de los derechos, lo que abre entre otras cosas, la posibilidad de que todos los seres humanos asuman responsabilidad frente al problema que la intervención sea para todo los integrantes de la familia y produzca un impacto para transformar su entorno social y los esfuerzos de los especialistas y la sociedad entera estén dirigidos a restablecer la unidad y la armonía familiar; así como los derechos que han sido afectados.

Desafortunadamente en Colombia parece que los únicos o más frecuentes derechos cuya protección se demanda son los civiles y políticos, conocidos anteriormente como derechos de primera generación, mientras que no ocurre lo mismo respecto de los económicos y sociales, justamente porque no se reconoce el rango integral de los derechos.

20.  Política publica.  Existen diferentes posturas en torno al significado de política pública, hay en mi criterio tres (3) tendencias claramente diferenciadas, a partir de su origen. Una tendencia es aquella según la cual la política pública es fundamentalmente una decisión del estado para afrontar las necesidades sociales.
Otra tendencia es la de atribuir a la política publica un origen social de concertación frente a los problemas. Hay posturas intermedias según las cuales para la construcción, formación, formulación, diseño o elaboración de política se requiere el concurso tanto del estado como de la sociedad civil.
La política pública conduce a la adopción de planes, programas y proyectos dirigidos a resolver un problema; pero no todo plan, proyecto o programa supone la adopción de una política pública, aun cuando seria lo deseable.

La política pública además de diseñarse en un contexto social determinado, debe incorporar mecanismos y estrategias para que la sociedad entere se apropie de su fundamento y contenidos.

La implementación de una política pública no se da  de un día para otro, por cuanto la apropiación de la misma en lo filosófico y lo pragmático, implica en realidad un ejercicio de sensibilización y de auténtica concertación social, sobre lo que es esencial en ambos planos.

La política pública tiene vocación de permanencia en el tiempo, puede lógicamente ser objeto de ajustes necesarios. Es por esta causa que puede identificarse cuando comienza su diseño e implementación, pero no cuando termina, pues si la misma es útil, no tiene sentido que cambie, sino que se reformula y se adapta a los cambios propios del contexto social. Una política pública en salud, puede tener un origen puramente gubernamental, pero su consolidación en razón a su eficacia para resolver un problema específico, puede conducir a su adopción casi automática por diferentes gobiernos.

21.  Víctima.  En términos general la víctima es aquella a la que se le provoca un daño o perjuicio.  En el derecho penal la víctima es quien padece los efectos nocivos del delito, por lo que se identifica con lo que se denomina sujeto pasivo.
En el sistema acusatorio Colombino, la victima dentro del proceso penal puede actuar en todas las fases de la actuación penal, lo que denota el reconocimiento del interés legítimo que a la misma le asiste, en relación con los resultado de la investigación, además de la reparación integral en virtud de los daños y perjuicios que se le ocasionaron por la ocurrencia del delito.

Recientemente se presentó ante el congreso de la republica el proyecto, a través del cual se prevén medidas de protección de las víctimas de violaciones de la legislación penal, de normas internacionales de derechos humanos y del derecho internacional humanitario, perpetradas por grupos armados al margen de la ley.

22.  Agresor o Agresora.  Implica reconocer que los agresores y agresoras tienen penalmente una responsabilidad mayor a la de cualquier persona ajena al medio familiar, justamente por los deberes propios que se originan en dicha esfera.

Así también en la determinación de responsabilidad penal por agresiones el interior de la familia, es muy importante identificar todos los comportamientos delictivos, pues desafortunadamente suele ocurrir con no muy poca frecuencia, que muchos comportamientos quedan invisibilizados, entre otras por las siguientes causas: El tiempo del que dispone la autoridad le resulta insuficiente para recaudar pruebas. La autoridad adopta decisiones respecto de aquello que ha logrado probar y lo que no ha probado.  

23.  Microvictimizacion.  El agresor o agresora es la persona que provoca la agresión. Lo cierto es la victima puede ser agredida por una o varias personas, lo que implica que la responsabilidad penal por el delito es compartida para todos quienes contribuyeron a la agresión.

Todos los agresores de manera voluntaria, aun cuando a cada uno les corresponda acciones diferentes en la ejecución del delito responden penalmente a título de coautor y como determinador si determinan a otros a realizarlo.

Lo cierto es que si la víctima, por ejemplo ha sido secuestrada por unas personas y , otra u otras ajenas a este delito, saben del secuestro y no lo reportan a las autoridades, deberían al menos, responder penalmente como encubridores de este delito, pero también por las lesiones o maltrato que padezca aquella en cautiverio.

Por último, es importante señalar que hasta aquí se ha hecho referencia a la agresión desde lo microsocial, en el sentido de los agresores y agresoras, en primer lugar eligen de manera deliberada a sus víctimas, con una intención de agresión en contra de la misma y no de otra, y sus móviles o pretensiones no van más allá de la agresión de una persona individualmente considerada.

24.  Macrovictimizacion.  Cosa distinta, es analizar la victimización desde lo microsocial, lo que implica la selección por parte del agresor o agresora, de la o de las víctimas en consideración a su membresía a un género, etnia, grupo social o político, e.t.c.

En este orden de ideas, corresponde  a la autoridad ya no investigar un delito común u ordinario, sino que seguramente es muy probable que las y los agresores hagan parte de lo que se conoce como la delincuencia organizada, es decir, que su actividad criminal se da en el marco de una empresa criminal, que tienen por objetivo atacar a cierto tipo de población, por la causa expresada anteriormente y en consecuencia, la investigación podría revestir mayor complejidad al configurarse incluso una violación de mayor entidad, como lo es una violación a los derechos humanos.
También es importante reconocer, que es necesario que la autoridad establezca con toda claridad, si la violación se dio con el propósito de atacar a una colectividad o grupo, porque de comprobarse que configuro una acción a título personal por otras razones distintas al accionar regular del grupo, no se configuraría como una violación a los derechos humanos, sino como un simple delito, de aquellos que regularmente corresponde conocer a la justicia ordinaria.

Por último, muchas personas son víctimas de maltrato, violencia y en especial de abuso sexual en el contexto del conflicto armado, por lo que tales comportamientos configuran infracciones al derecho internacional humanitario, y los y las agresoras merecen una pena mayor. Aquí también será necesario determinar hasta dónde va la infracción al derecho humanitario, como en el evento por ejemplo de la toma de rehenes y constatar si se ha producido una violación sexual, como un comportamiento propio de la organización criminal, o si fue producto de una decisión aislada e individual de uno de los miembros, evento este último que por supuesto no configura una infracción al derecho humanitario atribuible al grupo armado.

Lo importante es tener bien claro que la atribución de un comportamiento como violatorio de los derechos humanos o una infracción al derecho internacional humanitario, viene dada por el comportamiento como tal, es decir, por su especial caracterización respecto de otros delitos y porque en suma, con su ocurrencia se afectan los valores constitutivos de una sociedad.
En todo caso, toda violación a los derechos humanos debe ser perseguida no por el hecho de que este descrita en la ley, sino esencialmente por su connotación de impacto y gravedad en la sociedad.

En suma, también es importante considerar que los códigos penales no traen todas las violaciones a los derechos humanos en el sentido sugerido en este manual, y cuando lo hace, no siempre aparecen claramente definidas como tales, es el caso de la desaparición forzosa que se ubica en el código Colombiano, en el capítulo de delitos contra la libertad individual y otras garantías, como si fuese un delito ordinario, pero se sabe que es una conducta violatoria de los derechos humanos, por su naturaleza.

La Microvictimizacion y la Macrovictimizacion, son dos caras de la misma moneda, por esto toda política criminal debe dirigirse a combatir ambos frentes, lo que supone además de perseguir el delito en su sentido individual, adoptar medidas dirigidas a evitar revictimizaciones, futuras victimizaciones y la impunidad; prever mecanismos de protección de los derechos, a través de los cuales se transforme el entorno de las víctimas en un sentido favorable, haciéndola menos vulnerable o indefensa ante eventos de probable afectación a sus derechos.
En el ámbito familiar, un factor protector de los derechos de las víctimas son sin duda las redes de protección, estas pueden estar conformadas por miembros de la comunidad, del barrio, organizaciones no gubernamentales, asociaciones de víctimas, etc., pues ante una reiteración del comportamiento por parte del agresor o agresora, están en capacidad de ofrecer apoyo oportuno y adecuado.

Ciertamente, en términos generales del delito es en esencia una violación a los derechos. En el caso concreto de la violencia intrafamiliar, el legislador sanciona este comportamiento porque afecta la unidad y la armonía familiar, aun cuando puede darse con la violación de otros derechos como la vida y la integridad personal de las víctimas.

25.  Perspectiva o enfoque de derechos.  Este es el enfoque trasversal todo el texto, es una lectura de la problemática de violencia, a partir de la consideración de que han sido afectados derechos al interior de la familia o el medio familiar y es necesario que el estado con una política pública y una política criminal coherente y armónica, contribuya a la persecución penal y al restablecimiento de los derechos de sus actores. Esta perspectiva impone una mirada de los principios generales del derecho, ajustada  a las nuevas realidades jurídicas.

La construcción e implementación de políticas públicas al amparo de los valores democráticos que inspiran el derecho internacional de los derechos humanos, impone un concepción de integralidad de los derechos, así como de prevalencia del derecho sustancial y el desarrollo del principio de solidaridad.

La ley debe configurarse como un instrumento de cohesión social, de modo que la diversidad étnica y cultural no se aun obstáculo en al promoción y respeto de las libertades y los derechos, por esto, es necesario acoger mecanismos que permeen la cultura y el tejido social para transformar los malos hábitos y prácticas que van en perjuicio de dicho propósito.
En algún ligar escuche una frase según la cual “todo lo que se hace está escrito en nuestra mirada y nuestras manos para aquel que sabe leer la memoria de los cuerpos”. En este orden de ideas creo que el momento de romper paradigmas en el firme convencimiento, que cuando una víctima se atreve a confiar a una autoridad, su vida familiar, percibe si la autoridad lo asiste con o sin verdadera vocación de servicio

26.  Protección internacional, constitucional y legal de la familia.  Colombia ha suscrito y ha ratificado en su gran mayoría  los tratados y convenios internacionales dirigidos a la promoción y defensa de los derechos humanos.
27.  Valores democráticos y corresponsabilidad.  La reconciliación de los Colombianos y las Colombianas implica un serio compromiso del estado, sus agencias y de la sociedad civil porque es al interior del núcleo familiar donde se promueven y edifican los principios y valores democráticos.

En especial no se puede responsabilizar al estado y a la sociedad civil en abstracto, este criterio obliga a que se establezca con precisión cuales son los agentes estatales concemidos en la protección de la familia y del mismo a definir los actores sociales.

28.  La violencia intrafamiliar es una violencia de derechos.  En todo caso, corresponde al estado, en desarrollo de su política criminal, no solo sancionar al agresor o agresora sino también adoptar mecanismos dirigidos a la prevención del acto violento.

29. La violencia intrafamiliar un asunto público y un problema de salud pública.  Pensar que los trapos sucios se lavan en casa es no reconocer que el producto interno bruto Colombiano podría afectarse cuando la víctima de violencia intrafamiliar no vuelve a su lugar de trabajo o es despedida por dicha causa.

El conflicto intrafamiliar visto esencialmente como un problema de salud pública convoca a todas las instancias posibles de orden gubernamental y no gubernamental para articular la política (salud, justicia, etc.), y en ese propósito es necesario: Unificar el lenguaje de las instituciones, examinar si su intervención se ajusta a las expectativas sociales, desarrollar modelos de detección, vigilancia y atención para las partes afectadas y generar compromisos institucionales viables y, por supuesto convoca a la sociedad entera.
30.  Principio de solidaridad y prevalencia del derecho sustancia.

a- Solidaridad.  Empoderar en derecho, quiere decir dar y apropiarse de los derechos, lo que supone deberes correlativos: no en vano. La cara política en su artículo 95 nos dice: el ejercicio de sus derechos y libertades implica responsabilidades. Con esta norma se alude a lo que se conoce como el principio de solidaridad.

La ley penal y procesal penal le daban al delito de violencia intrafamiliar, un tratamiento como delito querallable, lo que significa que solo la victima podrá iniciar la acción, norma que fue demandada por la defensoría del pueblo, como inconstitucional por atentar contra el principio de solidaridad.

Lo público y lo privado son ámbitos que deben concebirse de manera integrada, pues los derechos deben ser reconocidos y protegidos en todos los escenarios, pues lo contrario podría conducir a arbitrariedad sobre su disponibilidad y ejercicio pleno.
La falta de claridad sobre lo expuesto anteriormente ha conducido a abusos frecuentes en el ámbito de lo privado por parte de ciertos sectores o grupos en su medio familiar, al punto que no perciben la gravedad de la violencia en especial la constitutiva de lesiones, lo que a mi juicio es preocupante si se tiene en cuenta que podrían quedar secuelas irreversibles en las victimas.

A mi juicio, los maltratos al interior de la familia deben ser denunciados por cualquier persona que tenga conocimiento de los mismos, para que las autoridades intervengan a efecto de imponer medidas de protección dirigidas a conjurar la situación y evitar acciones más gravosas del agresor o agresora hacia la víctima.
Todo sujeto en situación de desigualdad, vulnerabilidad o indefensión, respecto de los demás, como es el caso de los limitados físicos, ancianos y ancianas, etc., merece la protección preferencial por parte del estado, por cuanto a mi juicio son sujetos prevalentes.

La noción de sujeto prevalente debe tener una aplicación concreta para la familia, entendida esta en su conjunto, de modo, que no sea necesario, por ejemplo, adelantar ningún procedimiento judicial antes las autoridades para evitar que una propiedad familiar sea objeto de embargo, incluso en el evento en que los cónyuges o compañeros permanentes no convivan bajo un mismo techo.

b- Prevalencia del derecho sustancial.  Este es un principio de naturaleza constitucional, cuya aplicación debe traer como consecuencia la interpretación y aplicación de la ley de un modo que permita desarrollar a plenitud los derechos que la misma regula.

31.  Perspectiva de género.  Una lectura de derechos a la luz de una perspectiva de género es una ganancia para la formulación de cualquier política pública, en el sentido de proporcionar mecanismos para hacer más armónicas sus relaciones y comprender por ejemplo que cuando un hombre es víctima de maltrato o violencia, le puede resultar particularmente difícil denunciar dicha situación.

Una perspectiva de género, implica desentrañar la complejidad de las relaciones interpersonales, solo así es posible comprender en su dimensión real, un delito como la violencia intrafamiliar.

En este sentido, las leyes deben ir más allá de sancionar o privar de la libertad a los y las agresoras, de hecho, la ley 294/96 en su encabezamiento involucra la palabra prevención y remedio, no obstante estos componentes debían tener un desarrollo más exhaustivo.

El sistema penal colombiano, a mi juicio en muchos eventos, falsea la realidad del delito y esto en parte explica no ha sido concebido en el ámbito de protección de derechos o enfoque derechos, sino anclado en la represión pura, al punto que no tenemos certeza si a los seres humanos se les juzga por lo bien que hacen o por lo que son.

Desafortunadamente en Colombia el legislativo e incluso el jurisprudencial no tienen una perspectiva de género.

32.  Noción de los sujetos prevalente.   Esta noción es fundamental en una perspectiva de derechos, pues implica reconocer la posición de eventual indefensión que enfrentan ciertas personas, y que por tanto obligan a reconocer en la teórica como práctica, el ejercicio pleno de sus derechos.

33  Sistema nacional de bienestar familiar.  Este sistema se creó con la promulgación de la ley 7 de 1979 por la cual se organizó el Instituto Colombiano de bienestar familiar, en esta se le asigna como uno de sus objetivos la protección a la niñez y el fortalecimiento de la familia, para lo cual debe desarrollar acciones preventivas de la desintegración familiar y de protección preventiva y especial para el menor de edad y la familia.
Se denomina sistema porque involucra el conjunto de organismos, instituciones públicas y privadas, orientaciones, normas, y todo el conjunto de decisiones respecto a programas o proyectos del orden nacional, departamental y municipal que respondan a la realidad social en lo que tiene que ver con la infancia y la familia.
Las funciones del sistema nacional de bienestar familiar en cuanto se refiere a la política de infancia y familiar son:

· Generar espacios de participación.

· Generar políticas.

· Promover las iniciativas de la sociedad.

· Promover la integración de todos los actores.

En el instituto colombiano de bienestar familiar, la subdirección de promoción y fomento, la de apoyo al bienestar familiar y la subdirección de inversiones especializadas han desarrollado un trabajo técnico con el propósito de visionar la misión institucional del sistema nacional de bienestar familiar desde lo que denominan el paradigma de la protección integral que vendría a sustituir el existente, denominado paradigma de protección especial.

34.  Violencia de género.  El género supone todo el conjunto de comportamientos sociales individuales externas asignados al individuo en función de su sexualidad. Cada género se encuentra definido por un conjunto de caracteres constituidos o definidos en el entorno social en el que el individuo se desenvuelve y que responden a motivaciones de carácter cultura.
Esta noción es bastante restringida, por cuanto a la sexualidad no determina el género, no obstante se ha mencionado porque es la más recurrente para registrar datos estadísticos.

35.  Violencia falocentrica.  Este tipo de violencia se constata cuando se tiene el convencimiento de que lo natural es ese dominio del macho.

El machismo puede darse en los hombres y en las mujeres, en la medida que se confieren a la idea de la masculinidad como poder, un lugar de preeminencia en la escala social.

Al hombre le es sencillo creer que es superior, todo en la civilización creada por el mismo parece confirmárselo. Por su parte, la mujer desde la perspectiva falocentrica, alcanza su máxima razón de ser cuando se identifica con los ideales valorados por el varón, la belleza, la maternidad sumisa, la inteligencia intuitiva.

Los expertos subrayan las ventajas del trámite rápido: mayor confianza en la justicia y menor retirada de denuncias por el desánimo.

El rigor en el cumplimiento de las penas influirá también a la baja en el pánico por la violencia doméstica.

Es necesario valorar a la persona más allá de su condición de hombre o mujer, aunque esa valoración exija un esfuerzo.

36.  Violencia contra la mujer.  Según M. A. LOPEZ ALMENDRALEJO, mujeres cada vez más jóvenes son víctimas de malos tratos, en el año 2000hubo un incremento en la petición de ayuda de mujeres en los 20 y 25 años, recién casadas o con una vida conyugal relativamente corta.

“antes solicitaban apoyo las mujeres más adultas que llevaban mucho tiempo soportando vejaciones de su pareja; sin embargo, ahora la edad se ha reducido porque aguantan menos esa problemática, aunque la mayoría de las denuncias no llega luego a la policía”.

a- Causas de la violencia contra la mujer.  A continuación se hace una clasificación que no pretende cubrir todas las posibles causas de esta violencia y que den ser encaminadas considerando su eventual interdependencia.

De hecho los comportamientos agresivos no pueden encontrar explicación solo en rasgos independientes como pueden ser el “machismo” del agresor, su dependencia del alcohol, o su situación de paro prolongado, factores todos ellos que influyen a este respecto.

Los factores a los que regularmente se aluden son de carácter: 1. Socioculturales, 2. Socio-económicos y 3. Relacionales próximos.

1- Socioculturales.  Cada género se encuentra definido por un conjunto de caracteres constituidos o definidos por un conjunto de caracteres constituidos o definidos en el entorno social en que el individuo se desenvuelve y que respondan a motivaciones de carácter cultural.

El género femenino presenta los siguientes rasgos distintivos:

A nivel personal. La mujer vive en un entorno donde existen expectativas de que esta obedezca a los mandatos del hombre.

El cuerpo de la mujer se constituye en superficie decorativa, existiendo mucha disciplina inmersa en todo el proceso, fundamentalmente en la aplicación de maquillaje y en la elección del vestuario, resultando una manifestación de arte y disciplina, a lo cual debe sumar el peinado, el perfume, los complementos, etc.

A nivel sexual. Las mujeres viven y describen sus encuentros sexuales de forma pasiva, como algo que les pasa y no como algo elegido conscientemente.

El abuso de la mujer dentro del matrimonio se considera un tema privado cuya intervención perjudicaría la continuidad de la unidad familiar.

A nivel funcional. Se asigna a la mujer un determinado “ideal” constituido por determinadas funciones sociales –las domesticas- y ciertas conductas la dulzura, la paciencia y la comprensión, entre otras.

A nivel laboral. Se ha planteado conflicto de las áreas de trabajo en las que deben desempeñarse la mujer y se ha expresado incluso que su ingreso al mercado de trabajo va en perjuicio del que debe ser su primordial rol y es el ser ama de casa.

2-  Socioeconómicos.  El factor socioeconómico atiende a la forma en la que las características socio-económicas influyen en el posible desencadenamiento de actos violentos, tanto en forma directa como indirecta.

En la actualidad, el empleo ejerce un papel importante en la realización individual, no olvidemos que constituye en la actual sociedad occidental la forma de participación social, tanto a nivel productivo como en lo relacionado con el consumo, que influye, como es de imaginar, en el estado de ánimo de las personas.

3- Relacionales próximo.  Los factores relacionales próximos se refieren a la relación preexistente entre la víctima y el agresor, circunstancia que se produce con mucha frecuencia en el caso de las violaciones, en el acoso y en el maltrato como constitutivo de la relación afectivo-sentimental. Uno de estos factores fundamentales los constituye la familia.

Por último, otro de los factores en este respecto los constituye la experiencia particular de cada uno de los cónyuges. No es de extrañar que alguno de ellos haya sido víctima o testigo de malos tratos durante su infancia o adolescencia, lo que provoca un círculo de violencia difícil de romper.

37.  La violencia doméstica o violencia de genero.  La real academia Española presentó un informe sobre el aspecto lingüístico de la denominación de género, expresión incorporada de forma equivalente en las leyes Españolas No. 50 1997 y 30 de 2003 al referir al impacto por razón de género.
La expresión violencia de genero es la traducción del inglés gender-based violence o gender violence, expresión difundida desde el congreso sobre la mujer celebrado en Pekín en 1995 bajo los auspicios de la ONU. Con ella se identifica tanto la violencia física como psicológica que se ejerce contra las mujeres por razón de su sexo, como consecuencia de su tradicional situación de sometimiento al varón en las sociedades de estructura patriarcal.

En este orden de ideas, plantea que de cara a una ley integral, la expresión violencia domestica tiene la ventaja de aludir entre otras a las trastornos y consecuencias que sea violencia causa no solo en la persona de la mujer sino del hogar en su conjunto, aspecto este último que la ley especifica quiere atender y subvenir con criterios de transversalidad.

En un reciente estudio clínico que utilizaba entrevistas a mujeres que se visitan en un centro de atención primaria, las mujeres que no sufrían abusos decían que habían venido para un examen físico humano, mientras que las mujeres que habían sido víctimas de malos tratos a menudo se quejaban de molestias relacionadas con la tensión.

Las visitas médicas frecuentes para quejas somáticas múltiples, expresión en el cuerpo de un problema psicológico, como la fatiga, los trastornos sexuales o el dolor pelviano crónico, pueden unirse a cefaleas, dolor en el pecho, perturbaciones gastrointestinales y dolor abdominal. Estas quejas comunes pueden hacer que su médico sospeche de la existencia de un problema subyacente.

38.  La violencia contra los hombres.  CLARISA VOLOSCHIN, profesora de la cátedra de sociología de la infancia, la adolescencia y la juventud de la UBA, explico esta distinción: “no suele haber cifras del maltrato en los hombre es porque no hacen la denuncia, y menos si son golpeados por mujeres. La norma que impera en nuestra sociedad para los hombres es el coraje”.

Según cifras aportadas por la dirección de la mujer, que pertenece al gobierno de la ciudad de Buenos Aires, el 38%, de las mujeres es golpeada, en tanto que el 2% de los hombres sufren las mismas agresiones.

Como casi todas las consultas por violencia familiar, los especialistas indicaron que el maltrato a los hombres existe en todos los estratos sociales, aunque señalaron que la mayoría de los casos se registra entre hombres de 25 a 45 años. ”La causa es que el hombre está siendo desplazado del lugar de proveedor de los bienes de la familia. Al disminuir su salario o queda sin trabajo, aparece una situación que daña su autoestima y aumenta la agresión del grupo familiar hacia él”.

39.  La violencia contra los adultos mayores (ancianos y ancianas expresión anteriormente utilizada y que incluso se encuentra aún en los instrumentos internacionales). La licenciada CLARISA VOLOSCHIN, se refirió a una nueva categoría de hombres golpeados: los ancianos.

Estos hombres ya no poseen fuerza suficiente para detener las agresiones de sus victimarios que, contra toda lógica, sueles ser sus propios hijos.

Las razones por las cuales se decide internar  a una persona mayor varían según el sexo, en el caso de las mujeres, el detonante de la internación es el deterioro físico, mientras que los hombres mayores suelen ser internados  para evitar problemas familiares.

40.  La violencia contra las personas en situación de discapacidad.  Según la organización mundial de la salud (OMS 2001) discapacidad es un término genérico que incluye déficit, limitación en l actividad y restricciones en la participación, indica los aspectos negativos de la interacción del individuo (con una condición de salud) y sus factores contextuales (factores ambientales y factores personales). Demás este término puede ser utilizado para indicar alguna alteración en el funcionamiento del individuo en el plano corporal, individual o social, asociado a estados de salud.

Lo cierto es que es una problemática en nuestro medio social bastante invisibilizada, por lo que es muy importante estimular el deber de denuncia en especial de la sociedad cuando la misma se constata; así como al respecto de los derechos de dicha población, en especial en el campo laboral.

En este orden de ideas, en términos generales convendría incorporar a toda nuestra legislación la perspectiva de protección desde lo público, de esta población. Así por ejemplo en vez de referir a personas en situación de debilidad manifiesta debería señalarse expresamente a personas en situación de discapacidad.
41.  Violencia conyugal o mutua.  En la dirección de la mujer informaron de otra tendencia no menos alarmante: “cada vez es más frecuente encontrar a matrimonios en los que el hombre y la mujer se golpean mutuamente”.

Como asesora de distintos programas la licenciada Voloschin está en contacto con cerca de 7000 grupos familiares y observo que en un 30% de estas familias la violencia está en aumento.

42.  Violencia contra los menores de edad.  Cuando los niños/as presentan algunas de las señales que se indican a continuación, es importante sospechar que están siendo víctimas de maltrato físico, y es indispensable averiguar si han sido hospitalizados varias veces o remitidos a consulta por supuestos accidentes, estos son algunos indicadores:

· Hematomas subdurales.

· Cicatrices que muestran los objetos con los que fueron golpeados.

· Quemaduras o cicatrices en brazos.

· Cicatrices o marcos de lazos.

· Hemorragia de la refina.

· Fracturas nasales o desviaciones de tabique.

De otra parte también existen señales emocionales y de comportamiento que pueden indicar el maltrato, entre la cuales se destacó por ejemplo: la angustia marcada ante el llanto de otros niños, medo de ir a casa o a la escuela, demasiada movilidad o quietud, tartamudeo, rechazo a recibir ayuda, intentos de suicidio.

43.  Abuso sexual. En la mayoría de los casos, el abuso sexual se da en el medio familiar; el abusador o abusadora es una persona conocida, de confianza, que ejerce una relación de poder sobre el menor de edad, lo cual hace que este guarde l “terrible secreto”.

Los abusadores pertenecen a todas las clases sociales y pueden ser los padres, madres, vecinos, parientes cercanos, maestros, cuidadores, hermanos o compañeros mayores.

No solamente el peligro de embarazo, de enfermedad de trasmisión sexual, de contagio de VIH (SIDA) o de trauma físico está presente en el abuso; lo más grave son las secuelas que perdura para toda la vida: baja autoestima y rabia que se genera en el abusado.
Entre los indicadores habituales vale la pena señalar:

· El 75% de los casos, la evidencia de trauma físico o de enfermedad venérea no existe.

· Dificultad para caminar o sentarse.

· Dolor al orinar o infecciones urinarias repetitivas.

· Embarazos prematuros.

De otra parte los indicadores emocionales y de comportamiento varían de acuerdo con la edad, así por ejemplo en menores de 8 años se constatan parcial o totalmente las siguientes: enuresis diurna y nocturna (no control de esfínteres) encopresis (incontinencia fecal) conversaciones clandestinas sobre sexo, excesiva masturbación, posturas sexuales agresivas ante otros.

En mayores de 8 años destacando la automutilación y las conductas fóbicas entre otras.

En este orden de ideas, es necesario acudir a autoridades tan pronto se tenga conocimiento de esta situación como: defensoría de familia, instituto Colombiano de bienestar familiar, comisaria de familia, autoridades de policía, personería o comité de apoyo constitucional.

En todo caso, es muy importante que las autoridades, los padres y madres y las personas que integran la familia no desconfíen de los menores de edad, porque con ello, se les coloca sin duda en una situación aun de mayor indefensión de la que se encuentran.

CAPITULO 2 
La violencia intrafamiliar en Colombia
En esta sección se hacen algunos comentarios a estadísticas que se han realizado en el país que configuran aportes importantes en el seguimiento de esta problemática, es así como se presentara un estudio adelantado por el concejo superior de la judicatura en 1999, la escuela nacional de demografía del 2000 y estudios recientes según reportes de la defensoría del pueblo, el instituto nacional de medicina legal y ciencias forenses y el instituto Colombiano de bienestar familiar, con el propósito de dar a conocer el ámbito de competencias de las entidades especialmente concernidas y develar aspectos que dan cuenta del modo de su intervención y de la gravedad de los asuntos identificados.

1.  Encuesta del concejo superior de la judicatura.
a- Juzgados de familia.  Según un estudio realizado en el juzgado 19 de familia alrededor de una tercera parte del total de casos atendidos (verbales) se relacionan con los conflictos entre cónyuges-compañeros.

De igual manera, debe destacarse que la ley prevé procedimientos específicos para hacer valer los derechos de la pareja como pareja y los derechos de los hijos e hijas con aquellos.

b-  Centros zonales del instituto Colombiano de bienestar familiar.  Según datos de 1996, en los centros zonales del instituto Colombiano de bienestar familiar se registra la siguiente problemática:

Los caso de asistencia legal, que constituyen la categoría de información de esta investigación en el distrito capital de Bogotá tuvieron un total de 231.443 usuarios tenidos, lo que equivale al 67.1% de toda la consulta, los conflictos familiares, que son de objeto de orientación y apoyo psico-social, reportaron un total de 71.382 usuarios, esto es el 20.7%.

Los centros zonales reciben una demanda mayoritaria (42%) por problemas relacionados con la cuota de alimentos para los hijos y, en segundo lugar, para la reglamentación de custodia y cuidado de los menores (17.8%). La reglamentación de visitas concentra el 7.6%, en tanto la violencia reportada llega al 11.2%. Los casos referidos a paternidad agregan un total de 4.8% del total.
Ciertamente, podría indagarse sobre las motivaciones y expectativas de las personas para acudir a un juzgado de familia o a un centro zonal del instituto Colombiano de bienestar familiar.

En todo caso, debe destacarse que si bien la competencia de un juez de familia es más amplia a la de un defensor de familia, parecería que a las personas les resulta más fácil acudir al segundo.

c-  Comisarias.  Según el acuerdo 10 de 1995 corresponde a las comisarias desarrollar las siguientes funciones:

- Realizar conciliaciones relacionadas con la residencia separada de los cónyuges, custodia de alimentos para con el menor (artículo 135-codigo del menor), fijar prudencial y provisionalmente alimentos para con el menor (artículo 137-codigo del menor).
- Aplicar las sanciones policivas (medidas correctivas) de acuerdo con las facultades previstas en el código de policía de Santafé de Bogotá, capítulo 3, titulo 1 del libro 1´.

- Como medida preventiva, realizar y promover charlas, talleres y conferencias, especialmente en centros educativos de básica primaria y básica secundaria, en relación con los temas de familia y de interés general.

El volumen general de usuarios atendidos en comisarías experimento un fuerte aumento entre 1996 y 1997 en parte por la creación de las nuevas sedes en Kennedy, Suba y Engativá y por un conocimiento creciente del servicio, que entre la población se tiene de su actividad.

Dentro de las conciliaciones, los problemas relacionados con la supervivencia de los hijos dependientes económicamente, ocupan el primer lugar, seguidas de la reglamentación de visitas; en tercer lugar, esta lo referente a custodia y cuidado de los menores de edad.

En los casos no conciliados están en orden descendente los alimentos, la custodia y cuidado, y en último lugar lo referente a visitas.

En palabras sencillas, el éxito de la conciliación en buena parte depende de que se acojan compromisos viables dirigidos a solucionar el conflicto intrafamiliar en lo posible en todas sus aristas.

En la ley 1089 de 2006. Código de infancia y adolescencia, el articulo 86 prevé las funciones del comisario de familia:

- Garantizar, proteger, restablecer y reparar los derechos de los miembros de la familia conculcados por situación de violencia intrafamiliar.

- Atender y orientar a los niños, las niñas y los adolescentes y demás miembros del grupo familiar en el ejercicio y restablecimiento de sus derechos.

-  Recibir denuncia y adoptar las medidas de emergencia y de protección necesarias en casos de delitos contra los niños, las niñas y los adolescentes
- Definir provisionalmente sobre la custodia y cuidado personal, la cuota de alimentos y la reglamentación de visitas, la suspensión de la vida en común de los cónyuges o compañeros permanentes y fijar las cauciones de comportamiento conyugal, en las situaciones de violencia intrafamiliar.

- Aplicar las medidas policivas que correspondan en caso de conflictos familiares, conforme a las atribuciones que les confiera los concejos municipales.

El artículo 86 subsiguiente consagra que los horarios  de atención de las defensorías de familia y comisarías de familia serán permanentes y continuos, a fin de asegurar a los niños, las niñas y los adolescentes la protección y restablecimiento de sus derechos. El estado deberá desarrollar todos los mecanismos que se requieran para dar cumplimiento a esta disposición.

d-  Reporte sobre las víctimas del maltrato.  En la información sobre casos de violencia intrafamiliar recibidos y remitidos a juzgados de familia por comisarias, según actas de la ley 294/96, se encuentra como el 88.6% de quienes recibieron maltrato en la familia, son mujeres.

El 50%(3.151) del total de casos remitidos por lesiones personales han sido ocasionadas a mujeres, y 10%(617) a niñas. De igual manera, del total de delitos contra la libertad sexual (671), 57% de las víctimas fueron niñas y 31.5% mujeres adultas. Los niños son el 8.2% y los hombres el 3.2%.

En tres cuartas partes de los casos, quien instaura el proceso es la mujer, quien de acuerdo con lo que se ha planteado, asume una cuota sustancial de la responsabilidad frente al grupo doméstico, es sujeto principal de agresión del cónyuge, y en razón de la relación con la prole, es quien en la mayoría de los casos, tiene la custodia de los hijos.
Al parecer los hombres acuden en menor proporción a las autoridades para solicitar medidas de protección de los derechos de las víctimas de violencia intrafamiliar, en especial cuando se trata de menores de edad, según eso sería importante indagar sobre las motivaciones que acredita cuando lo hace y establece si en realidad acredita un interés por fortalecer la unidad y la armonía familiar o si esto ocurre como una simple confrontación de pareja.

e-  Conciliación.  En relación con antecedentes de conciliación, la mayoría proporción de casos se registra en los juzgados (17%), en tanto en defensorías y comisarias esa proporción es de 8 y 5% respectivamente. En juzgados y defensorías, el antecedente de conciliación se dio custodia y alimentos; en comisarías solo en alimentos.

2.  Encuesta nacional de demografía y salud realizada por Profamilia en el 2000.  El maltrato físico, el abuso sexual y la violencia sexual son eventos frecuentes entre la población del país.

De acuerdo con los hallazgos de la encuesta nacional de demografía y salud realizada por Profamilia en el 2000, el 41% de las mujeres actualmente unidas o que estuvieron unidas refirieron haber estado involucradas en un episodio de violencia intrafamiliar con el compañero o esposo.
En relación con las formas de castigo, el 47% de las mujeres entrevistadas manifestó que ella misma castigaba a sus hijos con golpes y el 36% con palmadas; además refirieron que el 42% de los padres castigan con golpes y el 27% con palmadas.

Estas estadísticas reflejan la violencia intrafamiliar como un problema que no es individual sino que compromete a la familia en su conjunto, por esto la intervención de las autoridades debe darse respecto de todo el grupo familiar.
3.   Datos recientes:

a- Maltrato infantil.  Respeto a las estadísticas por dictámenes medio-legales, en el año 2006 se reportaron 13.540 dictámenes por maltrato en menores de 18 años. El mayor riesgo lo constituye el maltrato a menores entre 10 y 14 años, con 3504 casos (1.922 en niñas y 1.582 en niños), según el instituto de medicina legal, quien también confirmo que, durante el 2006, en el 34% de los casos el padre fue el agresor y en el 30%, la madre y el restante porcentaje lo constituyen otras personas.

Durante el primer semestre de 2007, medicina legal reporto 3.587 dictámenes por maltrato (1.876 a niñas y 1.711 a niños, igualmente, se hicieron 4.461 dictámenes sexológicos, así: 19 a menores de un año, 725 a menores entre 1 y 4 años; 1.351 a pequeños entre 5 y 9 años); 1.775 dictámenes entre los 10 y 14 años), y 591 dictámenes a adolescentes entre 15 y 17 años.

En relación con los suicidios, medicinal legal reporto, durante el primer semestre de 2007, un total de 23 suicidios de niños y hombres adolescentes y 22 de niñas y mujeres adolescentes.
En lo relacionado con la efectividad y eficacia en el ejercicio y garantía de la protección de los derechos humanos de los niños y las niñas, se ha convertido en una urgencia que el país garantice la identificación de todos. Sin embargo, de acuerdo con el informe nacional 2003-2006 seguimiento de la aplicación del plan de acción “un mundo apropiado para los niños”, en 2055 la cobertura de registro civil llego a 90.2%, frente al 73.5% alcanzado en el 2000, quedando pendientes de registrar 6.6% de los niños en la zona urbana y 16.6% en la rural. En las ciudades la tasa de registro es del 95%, y en las zonas rurales es del 84%. Los niños y niñas pertenecientes a minorías étnicas que residen en áreas afectadas por la violencia, los desplazados internos y los refugiados, están entre quienes no tiene el registro civil de nacimiento.

b-  Maltrato de pareja.  De acuerdo con el instituto nacional de medicina legal y ciencias forenses entre enero y abril de 2007 el número total de casos reportados de lesiones por maltrato de pareja fue 13.081, de los cuales 11.890 se produjeron contra las mujeres y 1.191 contra los hombres.

La edad en que las mujeres sufren a mayor maltrato oscila entre los 25 y 29 años que corresponde a 2.815 casos identificados; la sigue la franja etaria de los 30 y 34 años en 2.223 casos y entre 21 a 24 años se registraron 2.089 casos. En cuanto a menores de edad entre los 15 y 17 años se observaron 345 casos correspondiendo 340 mujeres y 5 hombres. Entre el rango de 10 a 14 años se constataron 23 casos que cobijan únicamente a niñas.

Se observa que las mujeres continúan siendo víctimas en mayor número de lesiones por maltrato de pareja y lo mismo ocurre como agresoras. También que los índices más elevados se encuentran en los departamentos más desarrollados, esto podría evidenciar que se trata de una criminalidad de tipo urbano más que rural, aun cuando estas cifras deben ser leídas considerando igualmente la población existente en cada lugar.
Los casos registrados en lo que son víctimas de maltrato los menores de edad son muy pocos, lo que hace pensar que existe un subregistro, por lo que la denuncia de los mismos ante las autoridades debe ser promovida dentro de la sociedad civil.

Es preciso hacer un llamado de atención en el sentido de que en las instituciones de salud debería indagarse sobre las circunstancias de modo tiempo y lugar en que se produjeron los hechos violentos que ameritan su intervención para recoger de primera mano la versión de la víctima y trasladar esta información a las autoridades cuando se estime que se trata de un asunto que debe trascender a la esfera de la justicia.

Es importante en consideración a la naturaleza y gravedad de las lesiones provocadas a la víctima, que se haga un registro preliminar del caso, en el sentido de identificar si se está ante un caso de violencia intrafamiliar, o de una tentativa de homicidio.

c-  Maltrato de otros familiares.  El mismo estudio en cita señala que el más alto nivel de maltrato procedente de otros familiares se encuentra en el distrito capital de Bogotá con un total de 1.79 casos de los cuales 865 corresponde a mujeres y 514 hombres, luego sigue Antioquia con 563 casos reportados de los cuales 387 corresponde a mujeres y 176 a hombres. Por su parte el valle presenta 449 casos, 283 corresponden a mujeres víctimas y 166 a hombres, so siguen Cundinamarca con 304 casos de los cuales 174 corresponden a mujeres y 130 a hombres y Santander con 244 casos de los cuales 147 las víctimas son mujeres y 97 hombres.
4.  Casos de justicia.

a- Censo nacional en las casas de justicia.  De acuerdo con los datos recogidos durante la tercera y cuarta aplicación del censo nacional en las casas de justicia del país se atendieron 99.323 personas en el segundo trimestre de 2002 y 119.771 personas durante el tercer trimestre de 2002 en 18 sedes.
En la siguiente tabla se presenta el número de personas atendidas en 19 casas de justica del país entre octubre de 2001 y septiembre de 2002, discriminadas según trimestre y casa de justicia.
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El promedio diario de solicitudes de atención recibidas en el primer trimestre de 2005(4.104) registro un crecimiento de 16.4% respecto al trimestre anterior (3.525) del 36.8% en comparación con el primer trimestre de 2004 (3.000), del 92.7% respecto al primer trimestre de 2003 (2.130) y del 139.9% en comparación con el primer trimestre de 2002 (1.396), consolidando una tendencia de crecimiento continuo entre enero de 2002 y marzo de 2005, ver gráfico.
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El 59.4% de las casas de justicia (22) registro crecimiento en el número de solicitudes de atención en relación con el trimestre anterior (Aguablanca, Armenia, Buga, Cartagena Chiquinquirá, Cartagena Country, Cartago, chía, Ciudad Bolivar, Cúcuta, Floridablanca, Girardot, Medellín, Mocoa, Neiva, Pereira, Villasantana, Quibdó, San Andrés, Santa marta, Siloe, Suba, Tuluá y Yopal), mientras que un 32.4% observo estabilidad (12) (Barranquilla La Paz, Barranquilla Simón Bolivar, Bello, Ibagué, chigorodo, Pereira Cuba, Popayán, Puerto Asís, Riohacha, Soacha, Valledupar y Villavicencio) y el restante 8.2% reporto decrecimiento (3) (Bucaramanga, Manizales, Pasto). Las casas de justicia con las tasas más altas de crecimiento en su volumen de demanda atendida fueron las de Floridablanca (142%), Mocoa (153%) y Yopal (94.7%), mientras que la que registro la tasa más alta de decrecimiento fue la de Bucaramanga (45.7%).
En comparación con el primer trimestre de 2002, el 72.2% de las casas de justicia (13) que se encontraban en funcionamiento (18) registro crecimiento en su número de solicitudes de atención (Aguablanca, Barranquilla la paz, Cartagena Chiquinquirá, Ciudad Bolivar, Ibagué, Medellín, Mocoa, Neiva, Pasto, Popayán, San Andrés, Siloe y Valledupar), mientras que un 22% observo crecimiento (4) (Bucaramanga, chigorodo, Pereira Villasantana y Riohacha) y al restante 5.8% reporto estabilidad 81) (Suba).

Las variaciones registradas en la demanda atendida por las casas de justicia entre 2002 y el 2005 han estado asociadas a factores como la presencia institucional, el funcionamiento de los CRI, las condiciones de infraestructura y servicios públicos, los factores climáticos y las dinámicas socio-culturales de los entornos y comunidades de atención preferente.

La comisaria de familia, el CRI y la inspección de policía fueron las única entidades que registraron un nivel muy alto de permanecía (entre 33 y 40 horas /5 días). Mientras que la fiscalía, la coordinación, la oficina de desarrollo comunitario, psicología, el centro de conciliación, trabajo social, los conciliadores en equidad y los mediadores comunitarios observaron un nivel alto (entre 25 y 32 horas/4 días). Por su parte, el consultorio jurídico, los jueves de paz, la personería, el juez de paz, medicina legal y la defensoría del pueblo presentaron un nivel medio de permanencia (entre 17 y 24 horas/3 días), mientras que el ICBF tuvo uno bajo (entre 9 y 16 horas/2 días).
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Las casas de justicia progresivamente han tenido cobertura en buena parte del territorio nacional y configuran una propuesta de acercamiento de justicia a la comunidad, que le permite atender problemáticas como la violencia intrafamiliar de manera inmediata, con el concurso en un solo escenario de las entidades especialmente concernidas en la protección de los derechos de las víctimas.
b-  Reporte SIGOB.  El SIGOB es el sistema de información del gobierno nacional para hacer seguimiento periódico al cumplimiento de las metas de los distintos sectores y programas gubernamentales en el periodo comprendido entre el 2006 y 2010.

En relación con la operación de las casas de justicia el objetivo general que se ha planteado el gobierno nacional en esa franja temporal es ampliar la cobertura y fortalecer el programa nacional de las casas de justicia.

Como estrategia para alcanzar dicho objetivo se ha previsto la de evaluar las solicitudes recibidas en el ministerio del interior y de justicia y concertar con los entes territoriales y apoyo de la cooperación internacional para desarrollo de los proyectos.

En definitiva la meta para el 2010 es la de contar con un numero de 44 casas de justicia, en 40 municipios. En esa mediad para el 2007 se cuenta con un presupuesto de $430 millones de pesos, cifra obtenida de los recursos provenientes del presupuesto general de la nación y en algunos casos de fuentes adicionales de financiación.

5.  Violencia intrafamiliar según la ley. Evolución normativa.

a-  La ley 294 de 1996.  Reformada parcialmente por la ley 575 de 2000 y reglamentada por el decreto 652 de 2001, en su artículo 22 describe en términos generales en que consiste la violencia intrafamiliar, así:
“articulo 22. Violencia intrafamiliar. El que maltrate física, síquica o sexualmente a cualquier miembro de su núcleo familiar, incurrirá en prisión de uno a dos años”.

No obstante lo anterior, hay quienes consideran que el artículo 22 de la citada ley cobija también violencia intrafamiliar no implique lesiones personales, la norma que debe aplicarse es el artículo 22 de la ley 294 de 1996 y por ende la sanción que la misma trae.

No obstante lo anterior, hay quienes consideran que el artículo 22 de la citada ley cobija también violencia intrafamiliar constitutiva de lesiones personales pero cuando, estas generan una incapacidad medio legal para las victimas menor de 30 días.
Lo cierto es que la corte suprema de justicia ha expresado, respecto a la violencia intrafamiliar, que si en el ámbito familiar se producen lesiones personales sin secuelas y que generen incapacidad menor de treinta días, se configura el delito de violencia intrafamiliar constitutiva de lesiones; pero si estas generan incapacidad mayor de treinta días o cualquier clase de secuelas, se configura el delito de lesiones personales con pena incrementable de una tercera parte a la mitad.

b-  Código penal.  En su artículo 229 consagra el delito de violencia intrafamiliar de la siguiente manera:

“artículo 229. Violencia intrafamiliar. El que trate física, psíquica o sexualmente a cualquier miembro de su núcleo familiar, incurrirá, siempre que la conducta no constituya delito sancionado con pena mayor, en prisión de uno a tres años.

La pena se aumentara de la mitad a las tres cuartas partes cuando el maltrato recaiga sobre un menor”.
La cuestión radica entonces en determinar que norma contiene el supuesto de la violencia intrafamiliar constitutiva de lesiones personales ante lo cual podría plantearse que la norma a aplicar es el artículo 23 de la ley 294 de 1996 en el entendido que no fue derogada por el artículo 229 del código penal.

c-  Ley 882 de 2004. Ley de tus ojos morados.  El artículo 1´ dispuso que el artículo 229 quedara así:
“violencia intrafamiliar. El que maltrate física o psicológicamente a cualquier miembro de su núcleo familiar, incurrirá empre que la conducta no constituya delito sancionado con pena mayor, en prisión de uno a tres años.

La pena se aumentara de la mitad a las tres cuartas partes cuando el maltrato, del que habla el artículo anterior recaiga, cobre un menor, una mujer, un anciano, una persona que se encuentre en discapacidad o disminución física, sensorial y psicológica o quién se encuentre en estado de indefensión”.

d-  Ley 1142 de 28 de junio de 2007. Ley para la convivencia y seguridad ciudadana. El artículo 33 de la ley 1142 del 2007 modifico el artículo 229 de la ley 599 del 2000-codigo penal- el cual consagra el delito de violencia intrafamiliar:

“violencia intrafamiliar. El que maltrate física o psicológicamente a cualquier miembro de su núcleo familiar, incurra, siempre que la conducta no constituya delito sancionado con pena mayor, en prisión de cuatro a ocho años.

La pena se aumentara de la mitad a las tres cuartas partes cuando la conducta recaiga sobre un menor, una mujer, una persona mayor de sesenta y cinco años o que se encuentre en incapacidad o disminución física, sensorial y psicológica o quien se encuentre en estado de indefensión.

El parágrafo del artículo 27 de la ley 1142 de 2007 modifico el artículo 314 de la ley 908 de 2004, relacionado con los delitos frente a los cuales no procederá la sustitución de la detención preventiva en establecimiento carcelario por detención domiciliaria entre los cuales de manera expresa cita el delito de violencia intrafamiliar consagrado en el artículo 229 del código penal.

La aplicación del artículo 23 de la ley 294 de 1996 es decir, la configuración de la violencia intrafamiliar constitutiva de lesiones, debe señalarse que el legislador no hizo distinción alguna en cuanto al tipo de lesiones personales que cobija, aun cuando, por vía de interpretación algunas autoridades consideran que dicha disposición tiene lugar en el evento de lesiones en el ámbito o contexto familiar, que generan una incapacidad médico legal mayor de 30 días, situación que hace inadmisible la conciliación.
La ley especial se prefiere a la general. Si surge algún inconveniente o dificultad respecto de su aplicación, en el puesto por ejemplo que contempla sanciones diferentes, debe aplicarse a la especial que regula la materia. Lo que no obsta para que se aplique el principio de favorabilidad al agresor o a la agresora, si lo cobija una ley anterior más favorable cuya aplicación tendría lugar si era la vigente al momento de la comisión de delitos de violencia intrafamiliar.

La violencia intrafamiliar puede agravarse a un mismo tiempo por diversas razones, así por ejemplo porque constituye lesiones (artículo 23 de la ley 294 de 1996) y recae sobre un menor de edad (inciso 2, del artículo 229 del código penal); o constituye lesiones (artículo 23 de la ley 294 de 1996) y recae sobre una persona que se encuentra en estado de indefensión según lo consagrado en el inciso 2 del artículo 33 de la ley 1142 de 2007.

e-  Decreto 4840 del 2007.  A través de este decreto se reglamentaron los artículos 52, 77, 79, 82, 83, 84, 86, 87, 96, 98, 99, 100, 105, 111 y 205 de la ley 1098 de 2006. Entre las principales reglamentaciones se destaca la creación de la comisaria intermunicipal de acuerdo con la densidad de la población de los municipios. (Artículos 3 a 6); los criterios diferenciadores de competencias para los efectos de restablecimiento de derechos entre el defensor de familia y el comisario de familia, determinándose que el primero se encargara de prevenir, garantizar y restablecer los derechos de los niños, niñas y adolescentes en las circunstancias de maltrato, amenaza o vulneración de derechos diferentes de los suscitados en el contexto de la violencia intrafamiliar, igualmente la competencia subsidiaria del inspector de policía de carácter temporal hasta la creación de la comisaria de familia en la respectiva entidad territorial, lo cual no impide que en todo tiempo deba dar cumplimiento a la obligación contenida en el artículo 51 de la ley 1098 de 2006 (artículo 7). El envío de copia de las decisiones debidamente ejecutoriadas adoptadas por los defensores de familia o comisarios de familia de manera inmediata al coordinador del centro zonal o seccional del instituto Colombiano de bienestar familiar, o quien haga sus veces, como mecanismo de seguimiento de las medidas de protección o de restablecimiento.

6.  Política publica de paz y convivencia familiar haz paz.  La política nacional de construcción de paz y convivencia familiar haz paz, se formuló con el fin de prevenir y atender la violencia intrafamiliar con una estrategia orientada a apoyar a los individuos, a las familias y a las comunidades en su misión de trasmitir principios y valores democráticos y de convivencia, así como dotar a los núcleos básicos de la comunidad de los instrumentos apropiados para resolver los conflictos de forma práctica, incrementar y cualificar la prestación de servicios a las familias en conflicto y a las víctimas de violencia intrafamiliar a través del trabajo articulado de las instituciones.

El objetivo general de haz paz es la construcción de paz y convivencia familiar y la consolidación de familias democráticas, tolerantes de las diferencias, respetuosas de la dignidad y de los derechos de sus miembros sin distingo de edad, genero, cultura, o capacidad física o intelectual.

Entre sus objetivos específicos se han previsto las siguientes:

Promover y fortalecer los factores que ayuden a la convivencia y la construcción de paz a través de la educación, la cultura, la recreación y la generación de espacios amables.

Desarrollar modelos para la rehabilitación psicosocial de agresores, particularmente de aquellos menores de edad y los perpetuadores de violencia conyugal.

Fortalecer la coordinación, articulación, seguimiento y evaluación interinstitucional y comunitaria de los programas y servicios para la prevención, detección, vigilancia y atención de la violencia intrafamiliar en los distintos niveles territoriales.

Como resultado de este proceso, el 1 de junio de 2000, la política haz paz fue presentada por el presidente de la república y el CONPES No. 3077 en pleno, este último recomendó a todas las entidades participantes institucionalizar unidades funcionales haz paz para dinamizar y realizar la ejecución de la política.

En febrero de 1999 se creó la unidad coordinadora nacional haz paz que tuvo asiento en la consejería presidencial para la política social hasta el 2003 y en el 2004 paso al instituto Colombiano de bienestar familiar.

Entre sus funciones primordiales, la unidad coordinadora desarrolla y supervisa el desarrollo general de la política haz paz, capta recursos de cooperación nacional e internacional, adelanta proyectos demostrativos de política, así como fomenta acciones permanentes de apropiación de la misma en todo el territorio nacional.

Algunos principios rectores de la política haz paz.

a- Descentralización

b- Participación       

Componentes de la política pública.

Prevención. Prevenir los factores que originan y mantienen la respuesta violenta en la familia.

Vigilancia y detección temprana.  Garantizar la acción efectiva de las instituciones frente a los factores desencadenantes de la violencia familiar.

Atención.  Atender de manera ética, efectiva e inmediata, pero a  la vez integral y sostenida en el tiempo, tanto a la víctima y su familia, como el agresor, en especial si es un menor de edad o es un agresor de violencia conyugal.

Transformación institucional. Alude a que las instituciones se trasformen y se adapten a las nuevas realidades como la tecnología.
Elementos del plan indicativo.

a-  Líneas de acción de la política haz paz.

b-  Acciones de la política haz paz

c-  Metas de la política

Ejemplos de componente de prevención. 

Entidades participantes; ministerio de comunicaciones, consejería presidencial para la política social-unidad coordinadora haz paz.

Entidad animadora: ministerio de comunicaciones.

Línea de acción: cambio cultural

Meta de la política: en una primera fase adelantar una campaña publicitaria cuya evaluación tendrá lugar en una determinada fecha.

Ejemplo de componente detección temprana. 

Entidades participantes: ministerio de salud, instituto nacional de medicina legal y ciencias forenses, ICBF, policía, consejería presidencial para la política social-unidad coordinadora haz paz.

Entidad animadora: consejería presidencial para la política social-unidad coordinadora haz paz.

Objetivo: garantizar la acción efectiva de las instituciones frente a los factores desencadenantes de violencia intrafamiliar, la detección temprana y la atención preventiva frente al inicio de actos violentos en la familia y en los espacios sustitutivos de la vida familiar.

Línea de acción: diseño y puesta en marcha de un sistema de vigilancia intersectorial de violencia intrafamiliar.

Meta para la política: modelo de vigilancia en salud pública de violencia intrafamiliar definido como componente del sistema de vigilancia en salud pública-SIVIGILA a octubre 30 de 2000.

CAPITULO 3 
Normas sobre violencia intrafamiliar y problema de interpretación
1.  Decreto 652 de 2001 y su proceso de reglamentación.  El día quince de marzo de 2000 la senadora PIEDAD ZUCCARDI se dirigió por escrito al señor ministro de justicia y del derecho, Dr. ROMULO GOANZALEZ TRUJILLO, solicitando la reglamentación, por parte de su despacho de la ley 294 de 1996 reformada parcialmente por la ley 575 de 2000, esta ultima de la cual es autora, para lo cual se constituyó un comité interinstitucional de reglamentación coordinado por el ministro de justicia y del derecho y la unidad coordinadora haz paz de la presidencia de la república.

Con el propósito de facilitar a los operadores de la ley 294 de 1996 el tránsito a la ley 575 de 2000, que la reformo parcialmente, fue necesaria la expedición de lagunas circulares, previo acuerdo al interior del comité interinstitucional.

a-  Circular 022 de 2000 emitida por el ministerio de salud y el ICBF. Dirigida a los directores regionales, directores de agencias, coordinadores de los centros zonales y defensores de familia, en la cual se insistía en la diligencia que deben tener los defensores de familia en los asuntos que les compete en el marco de la ley 575 de 2000 sin perjuicio de su función conforme al código del menor.

b-  Circulares Nos. 14 y 15 de 10 de abril de 2000 emitidas por el consejo superior de la judicatura, sala administrativa. La primera estaba dirigida a los jueces de familia y promiscuos de familia solicitándoles se abstuvieran de remitir las actuaciones en curso.
La segunda tenía por destinatarios los jueces civiles municipales y promiscuos municipales en el sentido de enfatizar que conservaban la competencia en asuntos de violencia intrafamiliar.

c-  Circular 004 de 12 de mayo de 2000 emitida por la procuraduría general de la nación.  Tenía por finalidad entre otras cosas, insistir en la obligación de los personeros distritales y municipales de intervenir en los procesos de violencia intrafamiliar si las víctimas son personas con discapacidad.

d-  Circular 001-2000-DG de 5 de abril de 2000 emitida por el instituto nacional de medicina legal y ciencias forenses. Esta circular estaba dirigida a las autoridades competentes en la investigación de la violencia intrafamiliar, peritos del instituto nacional de medicina legal y ciencias forenses, médicos oficiales y médicos del servicio social obligatorio.

e-  circular 020 de 10 de abril de 2000 emitida por la dirección nacional de fiscalías de la fiscalía general de la nación.  Esta circular estaba dirigida a los directores seccionales de fiscalías, jefes de unidades de fiscalías delegadas ante los tribunales superiores de distrito judicial y ante los jueces penales del circuito.

2.  Democratización del proceso de reglamentación de la ley 294 de 1996.  Este proceso se adelantó en ciudades como Santiago de Cali, Medellín, Neiva y Cartagena. Así también se destaca la labor desarrollada por las unidades haz paz de la policía nacional, el instituto Colombiano de bienestar familiar, el concejo superior de la judicatura, el instituto de medicina legal y ciencias forenses, y en las casas de justicia adscritas al ministerio de justicia y derecho.
3.  Modificaciones a la ley 294 de 1996.  Con la promulgación de la ley 575 de febrero 9 de 2000 se introdujeron importantes y significativas modificaciones a la ley 294 de 1996, entre las que primordialmente se destacan:
-Los fiscales que conozcan delitos que puedan tener origen en actos de violencia intrafamiliar podrán dictar en forma provisional, medidas de protección.

-Se puede ordenar al agresor o agresora, que se abstengan de penetrar en cualquier lugar donde se encuentre la víctima y se le pueda prohibir que esconda o traslade la residencia de los niños u otras personas con discapacidad del núcleo familiar. La orden de desalojo es viable siempre que se hubiere probado que la presencia del agresor constituye una amenaza para la vida, la integridad física o la salud de cualquiera de los miembros de la familia.

-La ley ordena a todos los municipios del país la creación de por lo menos una comisaria de familia antes del 9 de febrero del 2001, desafortunadamente esta disposición no ha tenido aplicación.

Recomendaciones de Cali y Medellín.

-Tener en cuenta que las comisarias no han hecho notificaciones, ni radicaciones, ni estrado y que necesitan aprender a hacerlo.

-Difundir la necesidad de proteger a las personas indefensas, y la posibilidad de retirar del domicilio común al agresor en lugar de retirar a la víctima.

-Buscar el fortalecimiento de los programas terapéuticos disponibles para agresores y, especialmente, para víctimas.

-Procurar que existan modelos y ejemplos de los acuerdos a los que se puede llegar en la conciliación.

Recomendaciones a los organismos de control.

-Vigilar que las EPS presten servicios de terapia para las víctimas como lo ordena el acuerdo 117 de 1998 del CNSS.

-Vigilar las posibles violaciones a los derechos humanos en la forma como se llevan a cabo las conciliaciones en familia.

Recomendaciones al instituto Colombiano de bienestar familiar ICBF.

-Procurar que haya defensores de familia adscritos no solo a las comisarias, sino también a los juzgados civiles y promiscuos municipales que tienen la competencia para dictar medidas de protección donde no hay comisarías de familia.

-Regular las comisiones que los defensores de familia le hacen a los comisarios, máximo con esta carga adicional de trabajo para los comisarios que representa la ley 575.

Recomendaciones al instituto nacional de medicina legal y ciencias forenses.

-Hacer guías de atención y modelos de dictámenes de violencia intrafamiliar que contemplen peritazgos sobre el daño al bien de la unidad y armonía  familiar y el daño psicológico.

Recomendaciones a la fiscalía general de la nación.

-Sensibilizar sobre la importancia del tema y la naturaleza del bien jurídico tutelado.

Propuestas legislativas.

-Decir una ley que no puede ser querellable el delito de violencia intrafamiliar cuando hay repetición de los hechos y violación de las medidas de protección.

4.  interpretación de las normas sobre violencia intrafamiliar. Ley 294 de 1996 reformada parcialmente por la ley 575 de 2000 y reglamentada por el decreto 652 de 2001.

a- Medidas de protección.

Cuál es el término de duración de la medida de protección en la ley 294 de 1996 reformada parcialmente por la ley 575 de 2000?

El término de duración de la medida es el que determine la autoridad competente.

La terminación de la medida de protección puede solicitarla las partes o el ministerio público cuando se han superado los hechos que dieron origen a la violencia?

La terminación de la medida de protección puede dar cuando se han superado los hechos que dieron orines a la violencia y este es uno de los factores que pude conducir tanto a la terminación, así como a la sustitución de la medida si se ha dado un con el carácter provisional.

Cuál es el termino de duración de la media de protección si las partes o el ministerio público no solicitan la terminación de la misma?

Es importante considerar que los criterios orientadores de la conciliación previstos en el artículo 8 del decreto 652 de 2001 son también aplicables para determinar la mediad de protección.

Desde cuando se cuenta el término de duración de la medida de protección en el evento de existir un término para la medida de protección?

La medida de protección no es una medida penal, luego el procedimiento establecido en la ley 294 de 1996 no tiene por finalidad la persecución del delito.

En este orden de ideas, la disposición en cuestión refiere a la prescripción de la acción de violencia familiar o petición de una medida de protección y no a la caducidad.

Opera la prescripción o la caducidad de las medidas de protección impuestas?

Considerando la naturaleza tutelar de la acción de violencia intrafamiliar, esta podrá ejercerse en todo tiempo en el entendido que el derecho a la protección de la víctima de violencia intrafamiliar no caduca.

En este orden de ideas la preocupación que inicialmente produce el término de prescripción de treinta días, se minimiza en el supuesto de que la violencia intrafamiliar constituya un acto tentado o permanente, pues en todo casos e considera el último acto o episodio de violencia o maltrato, pero si se trata de un solo hecho de violencia consumado puede ocurrir que la víctima decida iniciar la acción vencido el término de 30 días aludido.

Desde el punto de vista procesal, hubiera sido viable igualmente plantear la interrupción de la prescripción tanto para el delito consumado o terminado como para el tentador que no pudo ser terminado pro causas externas al agente maltratador o cuando es permanente porque supone acciones sucesivas de maltrato en el tiempo, frente a otros supuestos como la fuerza mayor o caso fortuito, eventos que aun cuando las victimas pudieran preverlos, en el momento en que se presentan no puede ser total o parcialmente por ellas contratados.

Seguramente como contrapeso al término de prescripción de la acción de violencia intrafamiliar, la misma disposición desarrollada al principio constitucional de solidaridad, cuando determina que llevar información entre hechos de violencia intrafamiliar a las autoridades es responsabilidad de la comunidad, de los vecinos y debe realizarse inmediatamente se identifique el caso.

Después de impuesta una media de protección ¿Cuándo puede el comisario de familiar iniciar un nuevo proceso de violencia intrafamiliar entre las mismas partes y por los mismos hechos?

El comisario de familia puede iniciar otro proceso entre las mismas partes por otro hecho constitutivo de violencia familiar, teniendo en cuenta la naturaleza tutelar de la acción de violencia intrafamiliar un nuevo proceso o acción de violencia intrafamiliar puede iniciarse en cualquier momento cuando se amenace o vulneren, los derechos de quienes integran la familia y se afecte con ello la unidad y armonía familiar.
Actos de violencia intrafamiliar distintos.

Es preciso diferenciar cuando un acto de violencia intrafamiliar  se constituye como tal, es decir, es sustancial y materialmente, distinto de otro.

La distinción sugerida guarda relación con el criterio enunciado en el literal b del artículo 8 decreto 652 como la naturaleza del maltrato, y del hecho de violencia intrafamiliar, para efecto de escoger la medida de protección aplicable al caso en concreto y de adelantar una conciliación.

Esta distinción en el supuesto concreto enunciado hace entrever que seguramente la autoridad debe escoger medidas de protección diferentes, es decir, frente a la primera agresión una y frente a la segunda otra medida, bajo el criterio que las medidas son efectivas si guardan relación con la naturaleza del maltrato, y del hecho de violencia intrafamiliar.

En el ámbito de la acción de violencia intrafamiliar no cabe la menor duda que los acuerdos deben dirigirse a restablecer la unidad y la armonía en la familia y que personas en condición de desigualdad no pueden conciliar, pues es hasta cierto punto previsible que el agresor o agresora que acredita poder o autoridad o alguna ventaja comparativa en este sentido sobre la víctima, incida en mayor medida a determinar los términos de una cuerdo conciliatorio poco vinculante o mentiroso o de poco provecho para la víctima.

Lo cierto es que ante una desigualdad manifiesta de la víctima con su agresor o agresora, las medias penales y las no penales deben ser eficaces y fruto de la evaluación de la naturaleza del maltrato o violencia.
Seguramente realizado este análisis llegaremos a la conclusión que en ambas instancias de modo expreso, el legislador debe contemplar supuestos de no conciliación como por ejemplo el abuso sexual hacia un menor de edad; el maltrato hacia una persona limitada física, psíquica o sensorialmente (deficiencia en el desempeño funcional de alguno de sus sentidos o su ausencia) o hacia una persona colocada en incapacidad de resistir o en una particular condición de indefensión.
Debo destacar en el marco del comité interinstitucional de reglamentación de la ley 294 de 1996 algunos de sus integrantes sugirieron una reglamentación de la conciliación en materia penal, lo que en mi criterio implicaba exceder la potestad reglamentaria del ejecutivo (presidente de la republica de Colombia, su gabinete de ministros y otros entes como los departamentos administrativos y las superintendencias) toda vez que  la ley 294 de 1995, regula solamente la conciliación en el marco de la acción de violencia intrafamiliar, acción que no tiene carácter penal.

Ciertamente he hecho referencia de un nuevo o nuevos hechos que si bien hacen  parte de la situación de maltrato intrafamiliar que padece la víctima, deben ser valorados por las autoridades en forma independiente.
La elección de acumular o no hacerlo supone para la autoridad tener presente que la acción de violencia intrafamiliar, es preferente y sumaria, en cualquier caso sea cual fuere su determinación, la protección inmediata de los derechos de las victimas debe estar por encima de motivaciones centradas en el cumplimiento de un término legal.

En este orden de ideas, debe mencionarse que un evento de maltrato intrafamiliar puede dar origen a una medida de protección de carácter provisional mientras la autoridad conoce más afondo el asunto y recauda las pruebas pertinentes  para imponer una con carácter definitivo; pero también puede suceder que no se requiera de una media distinta a la emitida provisionalmente por lo que es aconsejable que mediante un fallo motivado se indique que la media provisional pasa a tener un carácter definitivo, decisión que si tiene recursos.

Lo anterior se desprende primordialmente al advertir la flexibilidad que acompaña la elección y adopción de la medida: a-la autoridad puede acogerse a cualquier otra medida necesaria para proteger los derechos de las víctimas y cumplir en definitiva los propósitos de la ley; b-las medidas descritas pueden tener el carácter de provisionales y, c-el fiscal que conoce de delito de violencia intrafamiliar puede de modo provisional adoptar tales medidas debiendo posteriormente remitir el asunto ante la autoridad no penal competente para continuar su conocimiento.

En mi criterio la flexibilidad debe predicarse de ambas medidas considerando la complejidad del conflicto intrafamiliar, es fundamental que las partes involucradas reciban una orientación precisa sobre el alcance de las medidas para evitar la reiteración del comportamiento violento del agresor o agresora y de otra parte, favorecer la unidad y la armonía en la familia.
En palabras sencillas, la justificación de la medida, configura el mínimo ético de autoridad, para que las partes entiendan que la solución de su conflicto depende del grado real de compromiso que se deriva de la decisión de aquella.

Problema de la reapertura.

Frente a un supuesto de reapertura de la acción de violencia intrafamiliar por tratarse de los mismos hechos la autoridad tendría que evaluar la eficacia de la medida definitiva impuesta en principio con carácter definitivo y si determinara que no lo ha sido tendrá que sustituirla por la eficaz.

La dificultad de la reapertura de una acción de violencia intrafamiliar estima en que tal decisión podría amenazar el debido proceso, al cernirse de manera indefinida la acción de violencia intrafamiliar contra el agresor o la agresora, esta dificultad será examinada más adelante en forma pausada.

Ciertamente mientras la medida de protección definitiva tiene recursos de ley(recurso de apelación), por el contrario la medida provisional no los tiene y no obstante esto su incumplimiento da lugar a las mismas sanciones para el agresor reguladas por el artículo 4 de la ley 575 de 2000, por lo que es aconsejable antes de la audiencia para imposición de sanciones por incumplimiento de medidas, que la autoridad le dé a la medida provisional emitida, el carácter de definitiva y de ese modo garantice la igualdad de trato en la aplicación de la ley para el agresor o agresora.

Principio de nem bis in ídem.

La prohibición respecto del mismo hecho es más amplia, porque puede comportar diferentes acciones y si la persona es juzgada no tendría sentido volver a procesarla por una de las acciones comprendidas por el hecho por el cual fue juzgado en el pasado, aun cuando incluso, en el futura alguna de ellas pasa a ser un delito independiente o se le llamara con otro nombre.

Por otra parte en el derecho penal se aplica la favorabilidad, su aplicación implica que si la ley posterior al delito es desfavorable para la persona-porque por ejemplo prevé una sanción mayor para ese delito respecto a la vigente al momento de su ocurrencia, deberá aplicarse la sanción menor y el procedimiento anterior.

Alcance de expresiones juzgamiento por el mismo hecho y por el mismo delito.

La convención americana sobre derechos humanos menciona explícitamente  el principio del non bis in ídem en el párrafo 4 del artículo 8: “el inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá sometido a nuevo juicio por los mimos hechos”.

Por su parte la convención interamericana de derechos humanos ha señalado que el término “sentencia firme” no debe interpretarse restrictivamente. La expresión sentencia debe interpretarse como todo acto procesal de contenido típicamente jurisdiccional y por “sentencia firme” debe entenderse como aquella expresión del ejercicio de la jurisdicción que adquiere las cualidades de inmutabilidad( no cambiante) e inimpugnabilidad (sin recurso para solicitar) nueva revisión o examen de la revisión por parte de una autoridad de mayor jerarquía) propias de la cosa juzgada.

Mientras otros instrumentos internacionales como el pacto internacional de derechos civiles y políticos y el convenio Europeo para la protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales refieren a la prohibición de doble procesamiento pero limitado al mismo “delito”.

De este modo se evita que hechos delictivos que revisten especial gravedad, por falta de una investigación, queden reducidos a comportamientos de menor entidad descritos en la ley, justamente porque no hubo por parte del investigador un desempeño que le permitiera indagar sobre todas las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que se produjo.

La cosa juzgada en la acción de violencia intrafamiliar.

Luego tanto el principio del debido proceso como el de la cosa juzgada deben ser observados en el marco de una acción de violencia intrafamiliar o petición de medida de protección, siendo en consecuencia necesario determinar cuando hace tránsito a cosa juzgada una providencia o fallo de tal naturaleza. 
Como punto final a propósito de los literales a y b del artículo 4 de la ley 575 de 2000 que reformo el artículo 7 de la ley 294 de 1996, debe quedar claro que su aplicación tiene por limite el incumplimiento de una medida de protección y no una medida penal.

Convertibilidad de la multa en arresto.

En este orden de ideas, la solicitud de la multa en arresto corresponde a las autoridades competentes, es decir, habilitadas por la ley, para imponer medida de protección definitiva y la decisión de privación de libertad debe ser de resorte de una autoridad judicial, lo cual no obsta para que la autoridad que lo solicita sugiera respetuosamente la duración del arresto, conforme a la evaluación que le ha correspondido hacer previamente en el marco propio de su competencia, habida cuenta que su gestión es importante y no puede ser automática y arbitrariamente descalificada.

Internacionalmente se ha consagrado el principio según el cual nadie puede ser privado de la libertad por razones de deudas económicas, principio que encuentra respaldo constitucional en el artículo 28 superior, el único evento en que es posible-luego constituye la excepción de la regla- es en los procesos para solicitar el incumplimiento de la obligación de alimentos.

Existe el criterio sobre el cual no es inconstitucional la convertibilidad de la multa en arresto en materia de violencia intrafamiliar, si se considera que no cumplir la obligación alimentaria es una forma de maltrato y/o violencia intrafamiliar y con más razón cuando la inasistencia alimentaria se da respecto de los hijos en consideración a que son merecedores de una protección particular por parte del estado y por la existencia del principio del bien superior de los niños, en virtud del cual la protección de sus derechos debe ser en realidad prioridad del estado.

La naturaleza del trámite de las medidas de protección es incompatible con la naturaleza del trámite de la acción de tutela?

La naturaleza del procedimiento para la imposición de medidas de protección es eminentemente tutelar lo que implica que tiene la finalidad de protección de derechos en forma inmediata para evitar o detener su afectación.
Además, también el procedimiento establecido en la ley 294 de 1996, la ley 575 de 2000 y el decreto reglamentario 652 de 2001, es especial y tutelar, lo que indica que prevalece lo dispuesto en tales leyes, por su especialidad en materia de violencia intrafamiliar, sobre otras disposiciones más genéricas y su naturaleza tutelar se confirma cuando la corte constitucional niega la tutela por existir el procedimiento especial aludido en normas especiales.
Según la pregunta anterior, prima el derechos sustancial sobre el procesal, es decir, el debido proceso formal sobre el material, cuando el decreto 652 del 2001 remite al decreto de tutela(decreto 2591 de 1991) frente al incumplimiento de la medida de protección?¿ es equivalente dicho incumplimiento al desacato en la tutela?

No se trata de la prevalencia o primacía deliberada del derecho sustancial sobre el procesal o el debido proceso formal sobre el material, con lo cual no puede argumentarse que la normativa sobre violencia intrafamiliar es incompatible con la acción de tutela, como quiera que sean 2 acciones de la misma naturaleza, es decir, tutelar de derechos.

Es válido un trámite de medida de protección en tres audiencias que se denominen así: conciliación, pruebas y fallo?

Más que hablar de 3 audiencias, los 3 eventos de conciliación, pruebas y fallo, podrían calificarse como momentos que pueden hacer parte diferenciable de la audiencia de conciliación.

Las partes pueden pactar para conjugar la violencia el dividir materialmente el inmueble donde residen mediante la construcción de muros; cambiar contratos civiles o comerciales?¿si hay incumplimiento de lo pactado cual sería el procedimiento a seguir?¿tendrían las partes que acudir a la justicia ordinaria para dirimir sus diferencias en cuanto a las obligaciones de hacer o no hacer?¿el comisario de familia podría apartarse de dicho acuerdo por considerarlo ineficaz?

Insisto en que los procedimientos consagrados en la normativa aludida no sustituyen, ni modifican las acciones previstas en la constitución y en la ley, ni para garantizar los derechos, ni para la solución de los conflictos intrafamiliares, según el artículo 19 de la ley 294 de 1996, de lo que se desprende que la autoridad administrativa o judicial no puede desbordar la órbita propia de su competencia en el marco de una acción de violencia intrafamiliar, pues tiene como finalidad primordial imponer en audiencia una medida de protección para salvaguardar los derechos fundamentales de quienes han sido agredidas al interior de la familia.

Según lo expuesto es preciso recordar que el acuerdo conciliatorio y su convalidación mediante acta tiene por requisitos: objeto y causa licitas; consentimiento libre y espontaneo; legitimación de quienes intervienen.
La división de un inmueble puede ser una medida eficaz aun cuando dada su poca frecuencia, su adopción y de otro tipo de medidas similares, en términos generales podría seguir las siguientes recomendaciones:

a- Debe ser plenamente motivada.

b- En el acta suscrita se pueden exponer las razones por las cuales no se están modificando contratos civiles o comerciales.
c- Mencionar el alcance de los compromisos adquiridos.

d- Mencionar de manera expresa lo que está en capacidad de producir el acuerdo.

e- Indicadores del incumplimiento.

El incumplimiento del acuerdo depende en suma del contenido del mismo, procurando que sea inteligible, viable y posible para las partes, y en este orden de ideas, es preciso insistir en una de las finalidades de la justicia, señalada por Alberto Binder como es la tolerancia, entendiendo por esta la comprensión de la autoridad, de que la solución parcial o total debe emerger de las partes en conflicto pues son quienes finalmente saben en su fuero interno, hasta donde les es posible comprometerse por lo que mal haría la autoridad en imponerles fórmalas poco o nada estimulantes.

Si las partes concilian en el sentido que el agresor o agresora se va voluntariamente de la casa de habitación en un plazo determinado y el comisario de familia aprueba dicho acuerdo por considerarlo eficaz, puede ordenar en la parte resolutiva del fallo que si el agresor o agresora no desaloja voluntariamente el inmueble en el plazo acordado por la víctima, como consecuencia de dicho incumplimiento, el despacho procederá a su desalojo como medida de protección?¿es válido plantear esta posibilidad?

El desalojo es una medida posible según la ley 575 del 2000.

Si el agresor/a no se va voluntariamente como acordó en el marco de la conciliación es viable el desalojo como medida de protección definitiva siempre y cuando la autoridad administrativa o judicial motive su decisión y demuestre que esta es la medida que se requiere en el caso concreto, puesto que otras medidas serían inicuas para proteger los derechos de la víctima.

Si la dirección del agresor/a suministrada en la petición por la solicitante o la víctima no existe, puede válidamente continuarse el trámite a través de la notificación por aviso?
El decreto 652 de 2001 en su artículo 4 refiere a la informalidad de la petición y remite al decreto de tutela No 2591 de 1991, con lo cual es posible corregir las imprecisiones anotadas.

Puede el comisario de familia cuando impone como medida de protección el desalojo ordenar o delegar en el comandante de policía efectuar el desalojo de un agresor/a, sin la presencia del comisario de familia quien según el acuerdo 10 de 1995 es además jefe de policía?

Más que una solución legal es importante viabilidad en la práctica, cualquiera fuere la posición adoptada esas son decisiones que deben estar plenamente adoptadas y justificadas y deben provenir de la autoridad competente.
De lo anterior se desprende que la medida de protección, debe haber sido emitida previamente por la autoridad competente y en consecuencia es a ella a quien le corresponde si así lo estima pertinente autorizar también a las autoridades policiales su ayuda para hacerla efectiva; autorización que no se requiere para las actuaciones del articulo 20 ibídem las cuales si bien son específicas para los conflictos familiares se integran a la órbita funcional que es propia a la institución policial.

En el mismo sentido, se indica que la autoridad policial de modo expreso puede brindar una protección temporal especial de la víctima por orden del comisario o autoridad judicial competente, orden que implica temporalidad, por lo que resulta absurda la exigencia de una protección de 24 horas para la víctima más aun cuando cobija a un solo policial que atiende casos similares.

Que puede hacer el comisario de familia cuando presentada una medida de protección nunca acuden las partes pese  a las citaciones y a las notificaciones de ley?

Es preciso evaluar la viabilidad o no de determinar el procedimiento a través de una decisión inhibitoria sustentada en lo que no es posible continuarlo por ejemplo por falta de pruebas.

La evaluación frente a cada caso concreto es fundamental, para evitar un procedimiento tardío o indefinido en el tiempo, a causa de la inasistencia de las partes, pues si así fuera además de no cumplirse con la naturaleza tutelar de la acción de violencia intrafamiliar, tal persistencia podría eventualmente conducir a un abuso de autoridad o autoritarismo innecesario.
Si una solicitud de medida de protección se presenta después de los 30 días de acaecidos los hechos o de consumados los últimos hechos de violencia cuando estos son permanentes opera la caducidad de la acción?¿qué pasa con el trámite de una medida de protección remitida por un juzgado penal que conoce el delito de violencia intrafamiliar, cuyos hechos fueron acaecidos por ejemplo con 6 meses de anterioridad?¿el comisario de familia puede inadmitir dicha medida de protección para que la víctima subsane la solicitud o por el contrario se debe entender como interrumpido el término de la caducidad?

El criterio establecido por el decreto 652 de 2001 en su artículo 5 para delitos permanentes es que el término empieza a correr desde la perpetración del último acto, término que es el término de prescripción, pero que para su total aplicación debe darse junto con el supuesto de encierro o incomunicación de la víctima por culpa del agresor o agresora.

La situación expuesta implica una clara desobediencia a un deber jurídico especial de protección y por esto el servidor público, puede incluso responder disciplinariamente ante un organismo de control por incumplir con las obligaciones derivadas de su investidura, calidad o cargo, y plenamente por prevaricato por omisión, delito consagrado en el artículo 414 del código penal de la ley 599 de 2000 vigente a partir del 24 de julio del 2001, que trae una pena de prisión de 2 a 5 años, multa de 10 a 50 SMLMV e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por 5 años, a no ser claro está, que al servidor público acusado lo cobije alguna de las causales de ausencia de responsabilidad previstas en la ley.
Cabría entonces también el interrogante sobre ¿Cuál es el tiempo razonable para la victima? Si el criterio expuesto para las autoridades hace posible tomar el término desde antes de la apertura formal; no tiene que haber inconveniente en aceptar que dicho término puede estar aún por encima de los términos de prescripción legal de la acción, en el entendido que ambos supuestos son complementarios en la medida que protegen los derechos de la víctima y busca facilitar su acceso a la justicia.

Es válido imponer como medidas de protección las siguientes: un apoyo policivo en el lugar de residencia o trabajo de la víctima. El paso a la víctima una determinada suma de dinero por los daños físicos causados a ella debe los daño materiales causados por el agresor(a) a bienes de su propiedad; el pago de una determinada suma de alimentos para los menores de edad entre otros?¿tales medidas estimulan impunidad con el pretexto de preservar la armonía familiar y ocultan delitos asociados al maltrato como el daño a bien ajeno?
En principio cualquiera de estas medidas son viables mientras exista una relación proporcional sobre los factores generadores de la violencia y las medidas por adoptar, en el sentido que contribuyan justamente a evitar o contrarrestar la presencia de tales factores.

De otra parte, es preciso señalar que los conflictos  entre cónyuges o compañeros permanentes conducen a procesos de separación de cuerpos; liquidación de la sociedad conyugal, separación de bienes y divorcio y, en relación con los hijos se manifiesta en términos de patria potestad, custodia, visitas y cuota de alimentos.

De otra parte es deseable que la autoridad administrativa o judicial ponga en conocimiento de la fiscalía general de la nación sobre otros delitos presuntamente cometidos por el agresor como el daño en bien ajeno, lo que no obsta para que se lleguen a acuerdos y se impongan medidas de protección de las cuales se deriven obligaciones de hacer o no hacer para él o la agresora tendientes al proceso de recuperación física y psicológica de la víctima, acuerdos que no pueden modificar contratos cuyo control o vigilancia corresponde a otros autoridades diferentes, pues de lo que se trata es que el o la agresora enmienden su comportamiento, según lo señalado en el artículo 14 de la ley 294 de 1996.

En el fallo es necesario que el comisario de familia se pronuncia de las medidas provisionales impuestas, so pena de afectar el fallo de nulidad?¿qué pasa si no hay concordancia entre las medidas de protección impuestas en el auto que avoca conocimiento y el fallo?

Es deseable que todas las decisiones de una autoridad guarden coherencia interna a lo largo del procedimiento estipulado por la ley.

En el supuesto planteado la imposición de una medida de protección provisional constituye el antecedente o memoria de la autoridad para luego imponer una o la misma con carácter definitivo, pues los conflictos familiares y la convivencia están en permanente cambio.

Cuando las normas de violencia intrafamiliar se refiere a padre o madre de familia, esto debe interpretarse cuando tienen hijo menores de edad en común, aunque nunca hayan convivido juntos, como podría ser el caso de una pareja de novios?

La unidad doméstica es el criterio que define el concepto de familia en el mando de la ley y en este orden de ideas, el parentesco o vinculo jurídico del matrimonio es la excepción. (O puede tomarse que ambos criterios son preponderantes porque la constitución nacional protege a la familia originada en vínculos naturales o jurídicos).

En este orden de ideas el concepto de familia no es uno solo, lo que existen son formas de familia y así es particularmente reconocido en la política pública en el distrito de Bogotá, a cargo del departamento administrativo de bienestar social DABD- subdirección de intervención social (hoy secretaria distrital para integración social), política dirigida fundamentalmente a víctimas de maltrato familiar que pertenecen a poblaciones de pocos recursos y que padecen la exclusión social.

En cuanto a los cónyuges que han contraído nupcias, para el derecho civil en virtud de este acuerdo matrimonial se derivan obligaciones correlativas o reciprocas, que permanecen vigentes aun cuando no convivan juntos y mientras legalmente no opere una nulidad de dicho vinculo o divorcio.

Por otra parte, en estricto sentido legal, en lo penal, corresponde a la autoridad penal determinar si padre o madre-pareja de novios- son contraventores normales y en caso afirmativo su delito se agravaría por razón del parentesco, esta es una posibilidad de interpretación valida; lo que se debe precisar es que casa autoridad desde su instancia penal o no penal, debe hacer la evaluación que le es propia para adoptar las decisiones a que haya lugar.

Cuanto tiempo deben convivir los compañeros permanentes para ser sujetos del trámite de medida de protección, se aplica a este caso el término de 2 años establecido en la ley 54 de 1990?

El criterio de la ley 54m de 1990 es un criterio valido y fue establecido en principio para la determinación de derechos y obligaciones reciprocas derivadas de la convivencia a partir de 2 años.

Tal vez la inquietud principalmente radica si el criterio de unidad domestica adoptado por la autoridad no penal, debe ser acogido para efectos penales por la autoridad penal o viceversa y en mi opinión pueden no coincidir y, esto no explica necesariamente que sean excluyentes sino a partir del entendido que la intervención tiene propósitos distintos.

La dificultad podría gravitar en si la expresión padre o madre refiere a otras caracterizaciones sociales de lo que es padre o madre- distintas a la biológica o la ficticia jurídica de adoptarse- ya que entraría nuevamente a jugar el criterio de la unidad doméstica, de modo que un tío/a agresor/a quien ha tenido a cargo la crianza de un niño menor de edad con quien ha compartido un mismo techo, debe se tratado como integrante de la familia y cobijado con la conducta punible (delito) de violencia intrafamiliar.

Es requisito que los compañeros permanentes no tengan vínculo matrimonial con otra persona para ser sujeto de una medida de protección?
El vínculo matrimonial vigente con una persona es independiente de la calidad de compañero o compañera permanente con otra, prueba de ello es la subsistencia de ambas calidades, siendo esto así, tal distinción resulta en principio indiferente para ser sujeto de una medida de protección por cuanto de lo que se trata es de restablecer en lo que es posible la unidad y armonía familiar de un grupo familiar.

Unidad y armonía familiar?

La ves la pregunta en cuestión está dirigida a determinar si se privilegia la protección del grupo familiar originado por vínculos jurídicos o aquel originado en una unión marital de hecho; en todo caso una decisión exclusiva en un sentido u otro es inapropiada y violatoria del derecho de igualdad de trato y de igualdad jurídica (tiene su origen en mandatos o prohibiciones de la ley), derechos que emanan del mandato constitucional de protección de la familia (formas de familia) sin distinciones discriminatorias en su artículo 42 superior.
Que se entiende por interpretar las normas desde una lectura de derechos?¿cuáles son los aportes del principio de la prevalencia del derecho sustancial para hacer una lectura de derechos?

La interpretación normativa por parte de la autoridad penal y no penal debe hacerse al amparo del principio constitucional de la prevalencia del derecho sustancial en las actuaciones surgidas en la administración de justicia.

En palabras sencillas, la puerta de entrada para una lectura de derechos de las normas sobre violencia intrafamiliar es el principio de prevalencia del derecho sustancia.

También podríamos sintetizar la idea compartiendo el criterio de la tratadista ILVA MYRIAM HOYOS CASTAÑEDA en su obra la persona y sus derechos, “que los pilares en los que se estructura el reconocimiento de los derechos humanos en la constitución política nacional son: el respeto de la dignidad humana y el reconocimiento de su dimensión jurídica natural”.

Esta lectura de derechos de la normativa sobre violencia intrafamiliar tiene unas particulares características en el marco de una política pública estatal respetuosa del derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional humanitarios.

Rango de integralidad de los derechos. Ningún derecho es más importante que otro, para la autorrealización personal y el desarrollo individual y social.

La doctrina jurídica de los sujetos prevalentes desarrollada por LIGIA GALVIS ORTIZ en su obra la familia una prioridad olvidada, en virtud de la cual los estados están obligados a tomar acciones positivas.

Lo público y lo privado como escenarios abiertos válidos para emprender la trasformación de las estructuras sociales.

La identidad de género para entender que existen diferentes modos de ser hombre y de ser mujer.

La construcción de paz como valor democrático, es decir, que es un propósito nacional.
Comentarios finales.
La prevalencia del derecho sustancial es más conocida en el derecho internacional de los derechos humanos como preeminencia del derechos sustancial y, en definitiva según lo expuesto anteriormente pone de manifiesto el vínculo indisoluble entre la concepción de persona –hombre y mujer- con el derechos, coincidencia que debemos a la moral cristiana.
La comprensión de la prevalencia del derechos sustancial trae una comprensión mayor de los principios orientadores del derechos (actualmente se hace una distinción entre principio rector y principio general fundad en su grado mayor o menor de inamovilidad y adaptabilidad), como son el debido proceso (el acceso a la justicia como parte del mismo); el plazo razonable de las decisiones de resorte de las autoridades que administran justicia y la presunción de inocencia entre otros, por lo que en definitiva, desde la particular visión expuesta, dicho principio se ha tomado como un principio interpretativo de los demás derechos (claro está que si se habla de prevalencia sobre algo) es porque admitimos que es algo preexiste y la prevalencia sobre algo) es porque admitimos que sea algo preexiste y la prevalencia es entonces un reconocimiento de lo que ya está dado es decir el derecho humano.

Quien es el competente para impulsar las medidas de protección por la violencia intrafamiliar cuando el agresor/a es un menor de edad?
La competencia concedida a las autoridades en el mando de la acción de violencia intrafamiliar no está limitada a una franja de edad en particular; luego si quien agrede es menor de edad están obligados –del mismo modo que en relación con agresores/as mayores de edad –a tutelar los derechos de las víctimas.

Lógicamente la imposición de una medida de protección a un menor de edad debe ajustarse a su personalidad; condiciones socioeconómicas; las particularidades de su núcleo familiar; la naturaleza del maltrato y demás criterios señalados en el decreto 652 de 2001.

El artículo 81 reza:

Dirigir el proceso.

Hacer efectiva la igualdad de las partes en el proceso.

Prevenir, remediar y sancionar por lo medio que señala la ley.

Emplear las facultades que esta ley le otorga en materia de pruebas.

Guardar reserva sobre las decisiones que deban dictarse en los procesos.

Dictar las providencias dentro de los términos leales.

Por su parte el artículo 82 subsiguiente determina:

Adelantar de oficio.

Adoptar las medidas de restablecimiento establecidas en la presente ley.

Emitir los conceptos ordenados por la ley.

Ejercer las funciones de policía señaladas en este código.

Dictar las medidas de restablecimiento de los derechos para los niños y las niñas menores de 14 años que cometan delitos.

Asumir la asistencia y protección del adolescente.

Conceder permiso para salir del país a los niños, las niñas y los adolescentes.

Promover la conciliación extrajudicial en los asuntos relacionados con derechos y obligaciones entre cónyuges.

Aprobar las conciliaciones en relación con la asignación de la custodia y cuidado personal del niño, el restablecimiento de las relaciones materno o paterno familiares.

Cita  el presunto padre con miras al reconocimiento voluntario del hijo extramatrimonial.

Promover los derechos o trámites judiciales  a que haya lugar en defensa de los derechos de los niños, las niñas o los adolescentes.

Representar a los niños, las niñas o los adolescentes.
Fijar cuota provisional de alimentos.

Autorizar la adopción en los casos previstos en la ley.

Formular denuncia penal.

Ejercer las funciones atribuidas por el artículo 71 de la ley 906 de 2004.

Asesorar y orientar al público en materia de derechos de la infancia.

Solicitar la inscripción del nacimiento de un niño, la corrección, modificación o cancelación de su registro civil.

Que sucede si en un mismo caso hay medidas de protección tomadas por el defensor de familia, el comisario y el fiscal? ¿Se presentaría conflicto entre las medidas?

Esta pregunta pone de manifiesto un tema muy importante cual es el alcance o límite de intervención de las autoridades en asuntos de violencia intrafamiliar.

En síntesis no tiene por qué darse un conflicto de medidas, pues el procedimiento tutelar de la ley 294 de 1996 es flexible en su imposición, del mismo modo, en cuando a su sustitución o terminación y ello no tiene que suponer poner en entredicho la actuación de las autoridades que han precedido a la que finalmente conoce del asunto; pues el conflicto intrafamiliar es variable y el conocimiento que sobre el mismo tienen las autoridades puede ser ampliado en la ruta de atención al caso, con lo cual surgen nuevos elementos de apreciación y análisis para las autoridades.

En todo caso, un principio procesal que debe regir todas las actuaciones de las autoridades es el principio de lealtad procesal, por lo que poner en entredicho caprichosamente el buen nombre y desempeño de una autoridad, por el simple hecho de no compartir su criterio, a mi juicio configura una actitud mezquina, individualista, que ante tal contra dicho principio.
Es necesario que se cuente con un dictamen parcial tanto físico como psicológico para que se pueda ordenar por el funcionario, la terminación de las medidas de protección?
Aquí es importante señalar que toda violencia intrafamiliar causa daño psicológico a la víctima, por lo que es deseable que la autoridad que conozca del asunto, indague sobre el particular y preferentemente para efecto de imponer una medida de protección se poye en un experticio científico lo que se conoce como dictamen de un perito.

Según lo expuesto, tales dictámenes revisten particular importancia, porque la protección de derechos, va más allá de una protección física de la víctima y no cabe la menor duda que es fundamental en su proceso de recuperación, una atención psicológica adecuada y pertinente con su problemática, de modo que la víctima restablezca su autoestima y reconozca que en ella existen recursos psicológicos para afrontar su conflicto a través de decisiones oportunas, estrategias de comunicación no violentas con los integrantes de su familia, identificación de las casas o detonantes de las situaciones de violencia o maltrato, etc.
El decreto 652 de 2001 en su artículo 9 establece que los dictámenes sobre violencia intrafamiliar podrán solicitarse al instituto de medicina legal y ciencias forenses, en sus diferentes sedes distribuidas en todo el territorio nacional y, en los lugares donde no exista dependencia de medicina legal, podrá solicitarse a los médicos oficiales y del servicio social obligatorio.

En este orden de ideas, no es cierto que la violencia intrafamiliar y el abuso sexual sea lo mismo, aun cuando estas problemáticas se presentan de modo asociado y es fundamental que quienes tienen especial injerencia en la recuperación de la víctima entiendan esto, situación que supone permear y transformar la cultura presente en algunas regiones del país, en las cuales no se tiene claridad que la violencia desencadenada en comportamientos diferentes que merecen una intervención especializada y distinta.

Una política así planteada requiere  un esfuerzo adicional del estado, a partir del establecimiento de criterios para ofrecer ayuda al agresor/a que no traigan la desprotección de la víctima.

La persona que ha solicitado en nombre de otra una medida de protección, puede solicitar su terminación?

El artículo 18 de la ley 294 de 1996 determina que en cualquier momento, las partes interesadas, el ministerio público (personeros, procuradores), el defensor de familia, demostrando plenamente que se han superado las circunstancias que dieron origen a las medidas de protección interpuestas, podrá pedir al funcionario la terminación de los efectos de las declaraciones hechas y la terminación de medidas ordenadas.

Teniendo en cuenta el principio de solidaridad como orientador de la política pública de paz y convivencia familiar haz paz, a mi juicio no tendría inconveniente que quien pone en conocimiento a las autoridades sobre hechos de violencia intrafamiliar, informe a las autoridades si las circunstancias que originaron tales hechos ya han sido superadas, en cualquier caso, corresponde a la autoridad evaluar esta situación para efecto de ordenar la terminación de la medida y naturalmente evaluar el interés de quien hace la solicitud.

b-  Incumplimiento de las medidas de protección. Procedencia de trámite incidental por desacato.
Cuando se impone una sanción por desacato o incumplimiento  a una medida de protección se remite al procedimiento señalado en el artículo 52 del decreto 2591 de 1993 de conformidad con los dispuesto en el decreto 652 de 2001?

Cual es tramite procesal para adelantar un incidente de incumplimiento  o desacato a una medida de protección? ¿Se aplica lo dispuesto en el código de procedimiento civil para trámite de incidentes?¿habría traslado del incidente en casa afirmativo como se notificaría dicho traslado¿
Esas preguntas no tienen una respuesta única pues un ejercicio de interpretación sistemática puede dar lugar a diferente y tramitaciones válidas.

Primera interpretación: se aplica la sanción y tramite descrito en el artículo 7 de la ley 294 de 1996

El desacato supone un trámite para sancionar el incumplimiento de un fallo, en este orden de ideas, la ley 575 de 2000 trae al trámite cuando se incumple el fallo de imposición de una medida de protección, aun cuando en la ley no se la denomine desacato, y el fallo pudo haber sido emitido por una autoridad administrativa o judicial.

Aplicación de normas procesales contenidas en el decreto 2591 de 1991: análisis de la procedencia de la consulta y revisión del fallo de medida de protección.

Nótese que el inciso 2 del artículo 18 de la ley 294 refiere al recurso de  apelación y el inciso 3 remite al decreto 2591 de 1991, remisión que se entiende para efectos de la apelación o trámite de impugnación del fallo de la protección definitiva.

Si se deniega la apelación habría consulta?

Como se mencionó el inciso 2 del artículo 18 de la ley 294 de 1996 establece la procedencia del recurso de apelación en el efecto devolutivo para el fallo que le impone una medida de protección definitiva; luego no es absurdo plantear la consulta de fallo, en el evento que se deniegue la apelación, aduciendo que la remisión al decreto de tutela 2591 de 1991 es respecto de normas de carácter personal y con el criterio que la naturaleza de la ley 294 de 1996 lo permite, pues de lo que se trata es de dotar a las partes en conflicto de las mayores garantías posibles.

Si el fallo de medida de protección definitiva no se impugna habría revisión de este fallo al igual de lo que ocurre con el fallo de tutela?

Cabe igualmente la posibilidad de preguntarse por la aplicabilidad del inciso 2 del artículo 31 del decreto 2591 según el cual si el fallo de tutela no se impugno deberá enviarse al día siguiente a la corte constitucional para su revisión.

Para resolver lo relativo a la revisión, debe invocarse el articulo 13 sobre trámite de apelación del decreto 652 de 2001, que consagra como criterio interpretativo la pertinencia; cuando establece que la apelación a la que se contrae o refiere el inciso 2 del artículo 12 de la ley 575 de 2000, se sujetara en lo pertinente al trámite previsto en el artículo 32 del decreto de tutela.

No hay consulta para el fallo de tutela. Habría para el fallo de una medida de protección?

Ahora bien queda pro plantear sino hay consulta para el fallo de tutela, no tendría en principio que haberla para el fallo de medida de protección, aunque queda la duda ¿Por qué si hay revisión para la tutela y no la habría para el fallo de tutela? Ante lo cual podría plantearse que si se admite la consulta para el fallo de medida de protección ocurre lo mismo que con la revisión para el fallo de tutela.

La idea es entrar de plano a proteger, y luego de ser valorada íntegramente la situación o al menos con elementos probatorios razonables y suficientes procede la adopción de medidas con la vigencia que el caso concreto amerite.

El decreto 652 de 2001 en su artículo 12, remite en lo no escrito con sujeción a las normas procesales contenidas en el decreto 2591 de 1991,¿Qué es lo no escrito?

Esta expresión es seguramente la más compleja de analizar.

Una cosa es la consulta  del fallo de medida de protección definitiva y otra distinta la consulta de la providencia por la cual se sanciona al agresor/a incumplido/a.

Cosa distinta mes también reconocer que la ley 294 de modo expreso solo contempla recurso de reposición para la providencia que impone una sanción porque se ha incumplido por una sola vez, en el entendido que si se ha incumplido más de una vez no procede recurso y opera el arresto.

El decreto de tutela No. 2591 de 1991 trae como regla general ante el desacato de un fallo procedente de un juez de tutela, la aplicación de la sanción de arresto por 6 meses; siempre y cuando ese decreto no hubiere señalado una consecuencia jurídica distinta. Artículo 52 del decreto 2591 de 1991 sobre desacato.

En este orden de ideas creo que es el criterio interpretativo de análisis que se debe usar, aunque el decreto de tutela lo restrinja para la sanción por incumplimiento del fallo, insistimos en que la ley 294 trae un procedimiento de desacato especial, con sanciones menores al decreto de tutela propiamente dicho , descrito para el fallo de tutela, es respecto del trámite propiamente dicho, descrito par el fallo de tutela, en lo que hubiere lugar, en la medida que no lo trae la ley 294 como por ejemplo lo relativo a la consulta del fallo por el cual se sanciona al agresor/a incumplido/a.

Comentario general para el análisis de las expresiones que orientan la interpretación de la normativa sobre violencia intrafamiliar antes mencionadas.

Insisto en la necesidad de privilegiar a naturaleza tutelar de la acción de violencia intrafamiliar y el cuidado que debe tener en la aplicación para quienes intervienen en ella particularmente –víctima y agresor/a, en contravía del sentido tutelar de la normativa especial sobre violencia intrafamiliar, (que si trae consecuencias jurídicas distintas a las señaladas en el decreto de tutela).

Tercera interpretación: se aplica una sanción y trámite distinto para misarios/a de familia y otra sanción y trámite para jueces o autoridades judiciales y se aplica sanción y trámite par autoridades administrativas y judiciales.

Diferenciación y trámite.

El trámite de desacato por incumplimiento de un fallo  de medida de protección, si el fallo lo ha emitido por una autoridad judicial se acude al trámite regulado en el decreto 2591 de 1991, que es el trámite de desacato frente a decisiones procedentes de un juez de tutela, que ha sido previsto en estricto sentido cuando se incumple la decisión de un juez.)Aun cundo la expresión juez podría ampliarse a autoridades con funciones propias de un juez al amparo esta tercera interpretación no es posible la asimilación).
Según lo anterior el trámite de desacato por el incumplimiento de un fallo emitido  por un juez civil municipal o promiscuo municipal, no puede ser el mismo que aparece en virtud del incumplimiento de un fallo emitido por un juez de tutela en el artículo 52 del decreto 2591 de 1991.

Lo curioso es que si bien la medida de protección provisional no tiene recurso, una interpretación como la sugerida hace posible que en un trámite de audiencia especial como el establecido en el artículo 17 de la ley 294 de 1996 se imponga sanción al agresor incumplido.

Es una sana lógica de interpretación –para no vulnerar el derecho de igualdad de trato por parte de las autoridades y la igualdad jurídica ante la ley del agresor/a- el incumplimiento de medidas provisionales o definitivas, debe dar lugar a un trámite para imponerle una eventual sanción por esta causa, de modo que el agresor/a, tenga la oportunidad de rendir descargos y justificar o no su incumplimiento.

Otra razón para argumentar que la ley 294 prevé la sanción y tramite por incumplimiento del fallo emitidito de autoridades administrativas y en particular del comisario/a de familia, puede darse a partir de un análisis pausado del inciso 1 y el 3 del artículo 17 de la ley 294 de 1996.

En definitiva, según  lo anterior, es una interpretación restrictiva, puede concluirse que la ley  294 de 1996 señala un trámite ante el incumplimiento del fallo que corresponde sufrir de manera exclusiva a la autoridad administrativa.

En todo caso, un criterio restrictivo como el señalado, no puede extremarse al punto de negar que el fallo proceda también de autoridades judiciales obligadas al igual que las autoridades administrativas a mantener la competencia para su cumplimiento, incluso al amparo también del citado artículo 17.

Comentario general sobre la diversificación de procedimientos de sanción y trámite por la presencia de supuestos diversos ante fallos emitidos por autoridades administrativas o autoridades judiciales.
En el fondo de esta reflexión –sobre la viabilidad de repartir supuestos y de repartir procedimientos dependiendo si el fallo emitido procede de una autoridad administrativa dependiendo si el fallo emitido procede de una autoridad administrativa o judicial –subyace una gran dificultad si a tales disposiciones se les diera un carácter sustancial prevalente sobre el procesal.

Cuarta interpretación.

La remisión al decreto 2591 de 1991 es desafortunada por cuanto no es clara, en particular lo relativo al desacato, esto hace que el intérprete acoja variadas interpretaciones, por la incertidumbre originada en expresiones como “en lo no escrito” y “en lo que la naturaleza lo permita” se dará aplicación al citado decreto.

Comentario final.

La consecuencia lógica jurídica frente a la imposición de una medida de protección, es velar por su efectivo cumplimiento, por esta razón existe el procedimiento de desacato.

La dificultad mayor respecto de la determinación de la normativa aplicable en el evento del incumplimiento de la orden de medida de protección provisional o definitiva por parte del agresor/a escriba en todas las interpretaciones señaladas en la determinación del trámite de desacato.
Es decir, si las autoridades administrativas o judiciales en el marco de la acción no penal de violencia intrafamiliar (o lo que es lo mismo la petición o solicitud de medida de protección provisional o definitiva) con su acción u omisión favorecen el incumplimiento de su propio fallo o decisión, o no acogen la decisión de su superior jerárquico emitida por ejemplo en el trámite del recurso de apelación, incurrirán en los comportamientos delictivos antes descritos.

Quinta interpretación: todo análisis interpretativo de las disposiciones sobre violencia intrafamiliar debe hacerse desde la naturaleza tutelar de la acción de modo que todo lo que la desnaturalice no puede admitirse en la interpretación.

En otras palabras, la cuestión gravita en plantear que la autoridad administrativa o judicial que emite un fallo en el marco de una acción intrafamiliar, considerando la naturaleza tutelar de esta acción, se convierte en ejercicio de esa especifica función de una “especie” –por decirlo de algún modo –de autoridad tutelar, por lo que sus decisiones no tendrían por qué controvertirse o ser examinadas, lo que es comprensible si la decisión de los derechos de las víctimas en el ámbito familiar y seguramente esta es una razón para que la ley 575 de 2000 no prevea recursos para las medidas provisionales.
Es decir, no cabe la menor duda, que la autoridad administrativa y judicial cuando profiere una medida de protección provisoria, es cando –en estricto sentido- está actuando en ejercicio de una función eminentemente tutelar y siendo coherente con tal función el legislador señalo que esa medida debe producir un impacto inmediato y no es susceptible de recurso.

En otras palabras, el doble sentido enunciado: mecanismo territorio de protección para restablecer la unidad y la armonía en la familia, facilita a la víctima su acceso a la justicia, con la seguridad que en una autoridad determinada está radicada la competencia para entrar a proteger sus derechos amenazados o vulnerados al interior de la familia.
Es inadmisible que so pretexto de un temor infundado o prevaricar las autoridades no adopten medidas de protección provisorias o definitivas y caprichosamente remitan a otras instancias penales o no penales retardando de modo injustificado la protección que estas merecen en el marco de la acción de violencia intrafamiliar; como igualmente inadmisible que en el marco de dicha acción más allá de adoptar medidas de protección, decidan cuestiones que son de resorte de otras autoridades, agravando incluso el conflicto intrafamiliar.

En definitiva la actuación del sistema jurídico es integradora de múltiples acciones subsidiarias de los agentes que la conforman.

Es procedente instaurar una acción de tutela para proteger los derechos de las víctimas de violencia intrafamiliar?

Debido a la naturaleza tutelar de la acción de violencia intrafamiliar, una acción de tutela no puede prosperar, por ser este el mecanismo judicial por excelencia para proteger los derechos de las víctimas de violencia intrafamiliar.

Ante estos nuevos supuestos no previstos en el artículo 5 del decreto 652 de 2001 es procedentes la acción de tutela en el entendido que el mecanismo judicial existente no opera por extemporaneidad.

En cualquier caso, un análisis pausado del sentido tutelar de la normativa sobre violencia intrafamiliar –en mi criterio- debe conducir a la interrupción del termino de prescripción de la acción de violencia intrafamiliar, cuando la víctima justifique su inactividad y/o inasistencia y/o pasividad, más aun cuando demuestre que es ajena a esta situación y que la misma, se debe al agresor/a o a terceras personas que en forma deliberada o no impiden su proceso oportuno a la autoridad.

Solicitud de juramento a la víctima.

Por otra parte, un tema bastante complejo es el de la exigencia de juramento par la víctima, pues en el fondo es aún advertencia para que intente defraudar a la justicia con incriminaciones infundadas y temerarias dirigidas a cuestionar la honorabilidad y respeto debido a las personas.

De otra parte, la exigencia del juramento para la victima pone de manifiesto el interés del legislador por velar por la seguridad en los procedimientos legales, seguridad que no puede estar por encima de la protección de los derechos de las víctimas, incluso de aquellas con sentimientos de culpabilidad por la agresión que padecer y por este motivo temerosas de acudir a las autoridades.

El asunto en cuestión se torna aún más complejo, cuando se advierte que el legislador nacional e internacional coinciden en la prohibición de declarar contra sí mismo, o contra su cónyuge, compañeros permanentes o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil; prohibición que se da justo ante la exigencia de declarar bajo la gravedad del juramento (artículo 33 de la constitución política nacional).

En este orden de ideas, nótese que la causa al parecer inspiradora de la ley, es la aplicación de la presunción de inocencia para la víctima y personas de sus efectos; lo cual en la práctica impide una verdadera protección de los derechos de las víctimas; de modo que la gravedad del juramento podría configurarse en una excusa para que la violencia familiar sea considerada como un asunto exclusivamente privado.

Procede la tutela, respecto de un fallo de medida de protección provisional o definitiva?
La corte constitucional mediante la sentenciaC-543 de 1992 declaro inexequible la procedencia de la acción de tutela contra providencias proferidas con carácter definitivo apelando fundamentalmente al carácter transitorio y subsidiario de esta acción.

Teniendo en cuenta el pronunciamiento constitucional referido, en principio no es viable una acción de tutela cuando se ha producido un fallo de medida de protección definitiva, debido a su carácter definitivo y, bajo el criterio que ese fallo ha hecho tránsito a cosa juzgada una vez sufrida la apelación y mal haría el juez de tutela en reabrir la acción de  violencia intrafamiliar y adoptar otro fallo.

El criterio presente en la sentencia de la corte constitucional No. 543 de 1992 ha ido cediendo hacia un concepción de mayor flexibilidad, porque si bien no puede cuestionarse la autonomía e independencia de los jueces en sus fallos, la tutela se ha convertido en un instrumento valido de protección de los derechos fundamentales cuando estos son amenazados o menoscabados por las autoridades incluso al amparo de la legalidad.

En palabras sencillas, las autoridades administrativas y judiciales tienen una especial obligación de seguimiento de la ley 294 de 1996 en consideración a su competencia en asuntos de violencia intrafamiliar, sin perjuicio lógicamente de seguimiento debido a la normativa constitucional por su jerarquía, pues es la norma de normas (artículo 4 superior).

Finalmente, no es precedente argüir precipitadamente que porque no procede la tutela de un fallo de tutela, no procede tampoco la tutela de un fallo de medida de protección definitiva y mucho menos la tutela de un fallo de medida de protección provisional.

Procede la tutela contra el fallo de tutela?

Según el parágrafo 4 del artículo 40 del decreto 2591 de 1991 no procede la tutela respecto del fallo de tutela, para indicar que la decisión de un juez de tutela configura lo que se conoce como cosa juzgada constitucional, de modo que el asunto no se prolongue de manera indefinida generando incertidumbre.

En caso de un segundo incumplimiento de una medida de protección puede el funcionario de conocimiento por ejemplo el comisario de familia recomendar al juez de familia cuantos días de arresto que deben imponérsele al agresor o esta es una función indelegable de dicho funcionario judicial?

No existe una prohibición expresa en la normativa sobre violencia intrafamiliar sobre el particular, luego es viable que el comisario de familia sugiera respetuosamente al juez de familia los días de arresto que deben imponérsele al agresor o agresora, sin que en ningún momento se trate de una imposición o exigencia.

Podría tramitarse un incidente de desacato por incumplimiento de medidas provisionales en cuaderno separado del trámite de medida de protección como tal? ¿Puede darse la acumulación procesal en un trámite de medida de protección?

La normativa sobre violencia intrafamiliar no lo dice expresamente pero tampoco lo prohíbe, ante lo cual surgen 2 posibles interpretaciones igualmente validas:

Como no está prohibido el desacato también se aplica para medidas provisionales.

Teniendo en cuenta que frente al incumplimiento puede afectarse la libertad del agresor/a, es incompatible con la naturaleza tutelar de la acción que siempre se acuda a esta opción, siendo importante que l autoridad competente examine la pertinencia, eficacia y vigencia de la medida adoptada, de modo que no resulte de ejecución imposible para el agresor/a.

Primera interpretación: desacato para ambas medidas.
De la lectura del inciso 4 del artículo 11 de la ley 575 de 2000 se infiere un trámite de desacato, pues trata sobre la sanción a imponer al agresor o agresora que incumple una medida de protección provisional o definitiva, aun cuando no se le llame desacato.

Tal vez la no denominación de dicho trámite en la normativa de violencia intrafamiliar como desacato –siendo en la práctica- podría dar lugar a considerar que conviene se haga  un solo cuaderno, pues se trata e definitiva de procedimientos íntimamente ligados que tienen origen en la solicitud de medida de protección.

Lo cierto es que desde un punto de vista material un expediente pueda estar conformado por varios cuadernos; luego la distribución en forma separada del trámite de incumplimiento de la medida, del trámite de solicitud de la medida provisional, obedece primordialmente a un criterio organizacional o de mejor manejo del expediente.

Así las cosas, igualmente es comprensible que el trámite por el cual se sanciona a quien incumple una media de protección provisional se de en cuadernos separados como garantía para las partes, considerando que l acción de violencia intrafamiliar todavía se halla en curso.

Segunda interpretación: desacato solo para medida de protección definitiva.
En cualquier caso, la posibilidad de privar de la libertad al agresor/a y la urgencia de la medida provisional para proteger los derechos de las víctimas, son razones para no aceptar el trámite de desacato porque desvirtúan la naturaleza tutelar de la acción de violencia intrafamiliar.

El desacato del desacato?

También cave el interrogante de ¿Qué ocurre si a pesar de la sanción por desacato del particular respecto del fallo en el marco de una acción de violencia intrafamiliar, este sigue incumpliendo? Lo que puede darse sin que ello implica responsabilidad alguna de la autoridad administrativa o judicial que impulso el fallo.

El incumplimiento por más de una primera vez por parte del agresor o agresora se da lugar a la sanción de arresto prevista en el literal b del artículo 7 de la ley 294 1996; de la misma disposición puede colegirse que las autoridades podrán hacer seguimiento de la medida hasta por dos años; lo que sino podrían interpretarse es que los 2 años son el término de ley para que el agresor/a cumpla con la medida de protección de la víctima, pues ello implicaría una manifiesta oposición a la naturaleza de inmediata y oportuna (tutelar) protección de la acción de violencia intrafamiliar y podría por  el contrario estimular el incumplimiento de la medida proferida.
En este orden de ideas, repárese en que el literal g del artículo 5 de la ley 294 de 1996 las autoridades podrán imponer cualquier otra medida necesaria para el cumplimiento de los propósitos en ella previstos, de lo que infiere el interés del legislador en que las autoridades cuenten con un amplio catálogo de medidas que se ajuste al caso concreto y de ese modo contribuyan eficazmente a atemperar o solventar los conflictos intrafamiliares.

Procede para un agresor o agresora que incumple por tercera o más veces la medida de protección como sanción la multa de 30 a 45 días?

De la lectura del literal b del artículo 4 de la ley 575 de 2000 que reformo parcialmente el artículo 7 de la ley 294 de 1996 en el supuesto de un segundo incumplimiento de la medida de protección, en un plazo de 2 años, procede la sanción de arresto entre 30 y 45 días, disposición que en mi criterio busca un seguimiento de las autoridades de las medidas de protección impuestas por lo menos durante los primeros 2 años.

En otras palabras, es importante desentrañar el sentido de la disposición en comento, cual es el alentar al agresor o agresora para el cumplimiento de la medida de protección, si no lo logra con la advertencia de una sanción cuando la incumple por primera vez, aspira a hacerlo con la advertencia de la procedencia directa de arresto sin que medie multa, cuando reitere su incumplimiento por segunda vez.

Tampoco se trata de darle carta blanca al agresor o agresora para hacer inoperante la sanción de arresto después de 2 años y de ese modo estimular también la reiteración de su comportamiento violento contra la victima

Cuando se tramita un incidente por incumplimiento a una medida de protección el peticionario (persona que lo solicita) o ambas partes pueden desistir del mismo?

Desistimiento de la acción de violencia intrafamiliar.

En términos generales el desistimiento de la acción de violencia intrafamiliar es ineficaz cuando una de las parte obre presionada por otra, esto es, se vicia por la falta de libertad y cuando opera el desistimiento este debe justificarse de manera expresa; luego no es admisible el desistimiento tácito por la inasistencia de una o ambas partes ante las autoridades, según pronunciamiento de la corte constitucional C-273 de 1998.
Desistimiento del trámite de desacato?

En principio, la figura del desistimiento se plantea cuando la violencia intrafamiliar está en curso y para el efecto se exige que dicha manifestación por parte de la víctima sea libre, voluntaria, debidamente informada y expresada. De lo que se colige que ante un incidente de desacato ya se ha adoptado una decisión definitiva en el marco de la acción de violencia intrafamiliar.

En cualquier caso, la reflexión que antecede obliga a la autoridad a no perder de vista de un lado la naturaleza tutelar de la acción de violencia intrafamiliar, en el convencimiento que la finalidad primordial de la medida es la protección de los derechos de las víctimas y en esa medida el restablecimiento –en cuanto sea posible- de la unidad y armonía familiar perdida.

Terminación de la medida.

Para corroborar lo expuesto basta citar el artículo 18 de la ley 294 de 1996, según el cual, en cualquier momento, las partes interesadas, el ministerio público, el defensor de familia, demostrando plenamente que se han superado las circunstancias que dieron origen a las medidas de protección interpuestas, podrá pedir al funcionario que expidió la orden, la terminación de los efectos de las declaraciones hechas y la terminación de las medidas ordenadas.

Es preciso diferenciar la terminación de la media porque los hechos violentos que dieron origen a la misma han terminado; de la sustitución de la medida cuando esta no se justifica aun cuando persiste el conflicto intrafamiliar, sustitución de puede darse como parte del mismo procedimiento de violencia intrafamiliar o que podría incluso suponer  otra acción por tratarse de nuevo hechos violentos que ameritan ser tratados en forma independiente.

Comentario general.

El desarrollo practico del trámite incidental de incumplimiento en el ambiento de la acción de violencia intrafamiliar, se concreta en un trámite donde el agresor o agresora es competido a pagar la multa dispuesta en la ley 294 de 1996 modificada por la ley 575 de 2000, en la tesorería distrital, con destinación al donde de desarrollo local según la localidad en la cual ha sido clasificada la comisaria de familia. En el supuesto de que pagada la multa, sigue incumpliendo, este será citado nuevamente por la autoridad para verificar su incumplimiento y si esta efectivamente se ha dado, indagara sobre las causas de dicha situación.
Desacato penal.

El bien jurídico que se protege con el desacato es la administración pública. Se entienden de por administración publica en sentido amplio toda la actividad del estado excepto la legislativa. (Referida a la elaboración y expedición de las leyes).

En este sentido más estricto, la administración publica es solo una parte de la actividad del ejecutivo y excluye la actividad política o de gobierno.

En este orden de ideas, el autor en la cita considera que los delitos contra la administración de justicia deberían ser incluidos dentro de los delitos contra la administración publica y que hay delitos que aparecen como delitos contra la administración publica que ofenden la actividad judicial y no tienen por objeto órganos o funciones administrativos en sentido estricto, respecto de lo cual colige que el legislador no toma el concepto de administración publica en el sentido objetivo ni subjetivo enunciado.

Fraude procesal.

El perito que en la ejecución de una peritación, o el que, en el curso de un proceso civil o administrativo mude, artificiosamente el estado de los lugares, de las cosas o de las personas, con el fin de engañar al juez en un acto de inspección o de reconstrucción judicial, serna castigados si el hecho no está previsto como infracción por alguna disposición legal.
Clasificación del desacato.

El desacato a un funcionario público consiste en la injuria hecho al honor al prestigio del funcionario público, en presencia suya, y a causa o en el ejercicio de sus funciones.

MAGGIORE hace un distinción entre funcionario público, persona que ejercen un servicio de necesidad publica, empresa do público, juez en audiencia y corporación pública, administrativa o judicial como sujetos pasivos de desacato.

El desacato a un funcionario público puede darse:
Desacato propter officium en el cual es necesario un nexo de causalidad (relación causa-efecto).
Desacato in oficio opera mientras el funcionario público ejerce sus funciones, basta un nexo ocasional, una relación de contemporaneidad entre la ofensa y el ejercicio de las funciones. Lo que conduce a que hay desacato aunque la injuria tenga por causa motivo privados.

Por corporación política, administrativa o judicial o de una representación debe entenderse un organismo colegiado

La expresión jue tiene un amplio alcance pues comprende todo funcionario público que ejerce, singular o colegiadamente, alguna función judicial, jurisdiccional propiamente dicha, o requirente, ordinaria o especial, en corporaciones homogéneas o mixtas (de jueces togados y laicos, como en las cortes lo criminal con jurados, en el tribunal de menores, en los tribunales de trabajo, etc.)

Caso Colombiano.

Es importante señalar que hemos asimilado el trámite en audiencia para la imposición de una sanción por autoridad administrativa o judicial a un procedimiento de desacato especial para tales supuestos.

Lo anterior conduce a reconocer la existencia de un desacato penal es decir respecto de una decisión en la instancia penal y el desacato especial cuyo trámite prevé el artículo 7 de la ley 294 de 1996 reformada parcialmente por la ley 575 de 2000.

En Colombia, no existe dentro de la legislación penal, un delito que lleve el nombre de desacato, comportamiento que implica una desobediencia de una orden judicial. Actualmente, el artículo 143 de la ley 906 de 2004 regula los poderes correccionales de los jueces en la actuación penal.

De otro lado, el artículo 13 de la citada ley 890 de 2004, regulo que el título XVI, libro segundo del código penal, denominado delitos contra la eficaz y recta impartición de justicia, tendrá un capitulo noveno, dedicado a los delitos contra medio de prueba y otras infracciones, cuya regulación sustancialmente busca la preservación de las pruebas recaudadas.

La reiteración del incumplimiento de la medida de protección implica reincidencia en el delito de violencia intrafamiliar?

En primer lugar, la imposición de una medida de protección, no implica necesariamente, la automática configuración del delito de violencia intrafamiliar.

Ciertamente corresponde  las autoridades hacer la respectiva evaluación del comportamiento del agresor o agresora desde la órbita de su competencia lo que quiero destacar es que el mandado de la carta política en su artículo 42 no debe tomarse en un sentido literal, al punto de creer que siempre se configura el delito de violencia intrafamiliar, cuando surgen problemas al interior de la familia, como tampoco que la sanción frente a un comportamiento violento del agresor o agresora es siempre la sanción penal o criminal..
En otras palabras, interpretar que la violencia al interior de la familia siempre debe ser sancionada, no es afortunado, porque si así fuera todo sería delito y daría lugar a la sanción penal y ciertamente la fortaleza de mi criterio de una política pública estatal radica en su capacidad preventiva más que represiva.

c-  Consulta.

Procede el grado jurisdiccional de consulta para la sentencia condenatoria por el delito de violencia intrafamiliar?

Si se toma el desacato en que incurre una autoridad respecto de una decisión emanada de una autoridad penal en un sentido restringido al delito de violencia intrafamiliar, se debe tener en cuenta lo siguiente:

El grado jurisdiccional de consulta según lo dispuesto en el artículo 203 del código de la ley 600 de 2000 se daba para delitos contra la administración publica y en cualquier caso dicha disposición fue declarada inexequible por la corte constitucional Colombiana según sentencia C-760 de julio 18 de 2001 con ponencia del magistrado Marci Gerard Monroy Cabra, porque la misma no fue publicada en la gaceta 540 de 1999, ni reconocida en plenaria de la cámara y en su definición, se introdujeron modificaciones respecto del proyecto inicialmente presentado.

Procede la consulta de la decisión que sanciona uno o varios incumplimientos del agresor o agresora en el contexto de la acción de violencia intrafamiliar? consulta de desacato especial.

No debe confundirse la decisión que impone la medida de protección al agresor o agresora con aquella que lo sanciona por haberla incumplido, supuesto este último objeto aquí de análisis.

En cuanto a la consulta de esta clase de decisión, se advierte que el artículo 18 de la ley 294 de 1996 reformada parcialmente por la ley 575 de 2000 en su inciso 2 establece que. “serna aplicables al procedimiento previsto en la presente ley las normas procesales contenidas en el decreto 2591 de 1991 en cuanto su naturaleza lo permita”.

La consulta del desacato.

El señor G presento demanda de incondicionalidad contra el articulo 52 parcial del decreto 2591 de 1991

El texto fe la norma acusada del decreto 2591 de 1991 es el siguiente:

“por el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la constitución política”.

“la sanción será importa por el mismo juez, mediante trámite incidental y ser consultada al superior jerárquico quien decidirá dentro de los 3 días siguientes si debe revocarse la sanción. La consulta se hará en el efecto devolutivo.
Estima el actor que las disposiciones acusadas son violatorias de los artículos 13,28,29,31 y 229 de la constitución política.

En primer lugar, porque vulnera primordialmente el principio del debido proceso, por considerar que a la parte demandante en un trámite incidental como el que prescribe la norma demandada, se la cercena la capacidad de actuación procesal porque se le impide interponer recursos e intervenir en el tramite cuando se despacha el incidente en favor del acusado de desacato. Según el libelista, (la ventaja procesal conforme al fallo de la corte supresa la tiene únicamente el accionado o demandado, ya que es incuestionable la decisión por la cual se niega el incidente y si es en su contra, puede apelar o en su defecto ante su silencio, se va en consulta”.

En la relación la eventual aplicación de las disposiciones del código de procedimiento civil, la corte formulo el siguiente cuestionamiento: ¿debe deducirse que por aplicación del artículo 4 del decreto 306 de 1992 y subsiguientemente de los artículos 138 y 351 del C. de P.C, el auto que decide este incidente es susceptible del recurso de apelación, tanto si impone la sanción como si no la impone? Y considero que esta interpretación debe ser rechazada, porque el artículo 52 del decreto 2591 de 1991 es la norma especial que regula la materia, y dicha norma consagra un incidente especial, cual es el de desacato dentro del trámite de la acción de  tutela; en cambio, los artículos 138 y 351 del C de P.C. que establecen cuando y en qué efecto procede la apelación del auto que decide un incidente en el proceso civil, son normas no especificas frente al caso que regula la norma demandada.

Finalmente, la corte constitucional  considero procedente declara en la parte resolutiva la inexequibilidad del efecto devolutivo en que según el artículo 52 del decreto 2591 de 1991 debe tramitarse la consulta. Lo que significa que conforme a lo dispuesto por el artículo 386 e C. PC. Que remite para el trámite de la consulta a las normas sobre el trámite de la apelación), en armonía con el 354 del mismo estatuto, la consulta debe tramitarse en el efecto suspensivo, toda vez que según este último artículo, la apelación se otorga en este efecto salvo disposición en contrario.

Comentario general.

Se ha reconocido la existencia de un trámite incidencia de desacato “especial” regulado en el artículo 17 de la ley 294 de 1996 que tiene consulta en el efecto suspensivo. Así también que su procedencia no implica la necesaria adopción o sustracción de sanciones en la esfera penal de tipo correccional o la configuración de delitos contra la eficaz y recta administración de justicia como el fraude a resolución judicial, consagrado en el inciso primero del artículo 454 de la ley 599 de 2000.

Igualmente, podría argumentarse que justamente para no vulnerar el principio de igualdad, la consulta no es viable por remisión al decreto de tutela. En cualquier caso, al parecer bastaría los recurso previstos en la ley para el fallo de imposición de una medida de protestación, conforme al artículo 7 de la ley 294 de 1996, según el cual la decisión de incumplimiento por primera vez tiene recurso de reposición y por segunda vez no tiene recurso, aun cuando aquí la sanción para el agresor o agresora puede ser de arresto..

d- Conciliación.
Cuando las partes concilian el proceso de violencia intrafamiliar culmina?

El decreto reglamentario 652 de 2001 trae unos criterios para la conciliación y las medidas de protección con lo cual el desarrollo de los mismos corresponde a la autoridad competente, sea cual fueren los términos del acuerdo conciliatorio o la imposición de una medida de protección, en todo caso las decisiones deben contribuir a disminuir el conflicto intrafamiliar en un debate equilibrado e imparcial, en el que prevalezcan los derechos de las victimas sin perjuicio de los del agresor –labor que resulta particularmente compleja- atendiendo que el bien jurídico que se tutela es la unidad y armonía familiar.
Si el proceso de violencia intrafamiliar culmina con la conciliación y las partes incumplen lo pactado o se presentan hechos de violencia, la parte que cumple el acuerdo o la victima podría iniciar un incidente por desacato?

Si hay un acta de terminación de la acción procede el desacato que es por incumplimiento de la medida definitiva.

Si el proceso de violencia intrafamiliar culmina con la conciliación y las partes incumplen lo pactado o se presentan hechos de violencia procede un nuevo trámite de medida de protección?

El artículo 7 de la  ley 294 de 1996 refiere a trámites por incumplimiento de la sanción impuesta por una vez y por más de una vez.

Es primordial valorar adecuadamente las causas del incumplimiento porque se trata de una decisión que implica finalmente –sino se paga una multa- de privar de la libertad y se incumple en un término que no exceda de los 2 años puede dar origen a otra acción de violencia intrafamiliar.

Lo anterior no obsta, para plantear un cuando se trata del mismo incumplimiento, lo que se cambia es el momento en que se produce, con lo cual se viola el principio del nem bis in ídem, pero porque el contexto de un primer incumplimiento respecto de incumplimientos posteriores seguramente en la mayoría de los casos es diferente.

Que consecuencia tiene lo pactado en el mando de una audiencia de conciliación si se cree que el proceso de violencia intrafamiliar culmina con dicho acuerdo?
Cuando se menciona la palabra conciliación es frecuente que las personas evoquen ideas distintas como por ejemplo la diligencia de conciliación o el acta que suscriben las partes o el acuerdo al cual llegan las partes.

Que consecuencias tiene lo pactado en el marco de una audiencia de conciliación si el incumplimiento de lo pactado hace posible un nuevo trámite de medida de protección?

Es deseable que se determine la vigencia del acuerdo y se establezcan indicadores de cumplimiento.

Si el funcionario competente aprueba la conciliación sin imponer medidas de protección y las partes incumplen lo pactado que puede hacer el comisario de familia cuando tiene noticia de tal situación?

Lo acordado en el marco de la conciliación puede coincidir total o parcialmente o guardar estrecha relación con la medida de protección, al punto que el acuerdo fundamental al cual ha llegado e agresor/a se asimile o termine siendo de la misma medida impuesta por la autoridad en su fallo; si se incumplió lo que aún no es medida –aun cuando podría ser provisional- es preciso que la autoridad expresamente lo manifieste en el acuerdo que prestara merito ejecutivo y por tanto tendrá valor ante otras autoridades, si a ello hubiere lugar.

Es necesario que la autoridad tenga especial cuidado en promover acuerdos equilibrado que no resulten demasiado onerosos para las partes; porque el acuerdo sencillo, claro e inteligible par las partes es más fácil de cumplir y más efectivo que un acuerdo sobrecargado, difuso, indeterminado y en el cual se sobredimensiona la solución legal marginando en buena medida la posibilidad de encontrar soluciones viables al conflicto.

Si el comisario de familia se entera de oficio que hay nuevos hechos de violencia o las partes incumplieron lo pactado puede iniciar un incidente de desacato?

En cualquier caso si se toma desprevenidamente la ley 575 de 2000, n un primer momento podría señalarse que no existe disposición expresa que regule el incumplimiento de la víctima ya sea en el marco de la conciliación o de una imposición de medida de protección, en el evento en que surjan obligación correlativas tanto para el agresor/a como para la víctima y de aceptar que la ley 575 de 2000 en su artículo 7 refiere solamente al incumplimiento del agresor o agresora.

En este orden de ideas, debe precisarse que la medida de protección tiene por destinatario natura el agresor, pero que a partir de la complejidad de las relaciones familiares no es suficiente que este no maltrate nuevamente a la víctima, sino también se busca promover la unidad y la armonía familiar y en este propósito deben concurrir mancomunadamente todos los integrantes de la familia, este es el sentido del mandato constitucional cuando expresa que las relaciones familiares se basan en la igualdad de derechos y deberes de la pareja y en el respecto reciproco entre todos sus integrantes.
Esta cuestión pone de manifiesto una seria reflexión en torno a si se admite que la víctima incurre en desacato; l juez de conocimiento con el pretexto de proteger los de hechos de esta, la coloca en una situación de mayor indefensión o vulnerabilidad frente al agresor/a, situación que desde mi punto de vista podría asimilarse al evento de la sanción penal dirigida al particular que accede pasar una suma de dinero a un secuestrador bajo el criterio de estar estimulando con su comportamiento el delito d secuestro y no salvaguardando la vida e integridad personal de la persona secuestrada.
A título de ilustración es preciso añadir al supuesto dado, que la víctima de violencia intrafamiliar proposición un acercamiento con su agresor/a porque el inmueble que habita es de propiedad de aquel y en el fondo estima que la decisión adoptada por la autoridad ha sido excesiva y fue precisamente en su opinión –esta decisión- la que condujo a que fuera nuevamente agredida, por lo que no entendería la razón de ser sancionada por desacato, como tampoco que la medida adoptada protege su derecho a la vida e integridad personal y alienta a la unidad y armonía en su familia.

El tema de desacato ya ha sido revisado en una sección aparte dada su importancia y para entender su naturaleza en estricto sentido peal.

Si el comisario de familia se entera de oficio que hay nuevos hechos de violencia o las partes incumplieron lo pactado puede iniciar un nuevo trámite de medida de protección?

Si la acción de violencia intrafamiliar se haya en curso no hay necesidad de iniciar un nuevo trámite por los mismos hechos, hechos respecto de los cuales la autoridad puede obtener nuevas pruebas.
La naturaleza tutelar de la medida de protección provisional y la definitiva permite –en desarrollo del principio de solidaridad- que los hechos de violencia intrafamiliar puedan ser puestos en conocimiento de la autoridad por parte de terceras personas ajenas incluso al núcleo familiar; en este orden de ideas, puede plantearse que la autoridad en ejercicio de tal principio también puede hacerlo, supuesto ante el cual convendría lo hiciera ante otra autoridad distinta a él, administrativa o judicial para evitar la dificultad de ser juez y parte en un asunto.

De otra parte, si las partes incumplen lo pactado en el mando de una acción intrafamiliar en curso, lo cierto es que la imposición de la medida de protección debe considerar las nuevas circunstancias del hecho y revisar que ajuste debe hacerse para que el agresor/a cumpla con la medida, a no ser que el nuevo hecho amerite indicar un nuevo procedimiento.

Proceden las multas previstas por la ley 294 de 1996 reformada parcialmente por la ley 575 de 2000 para el incumplimiento de las medidas de protección?

Ante esta pregunta hay 2 criterios viables:

La multa no puede ser convertible en arresto, criterio apoyado en la carta política Colombiana y en la regulación internacional, porque la privación de la libertad de moco excepcional puede darse en alimentos
; alimentos para los descendientes y para los ascendientes es decir nuestra madres y nuestro padres.

La naturaleza de la multa es sustancialmente distinta del arresto, luego no tiene sentido argüir que la multa se trasforma en arresto, pues es absolutamente imposible.

Comentario general.

Ante los 2 planteamientos surge otro; es preciso que se declare la inconstitucionalidad y mientras tanto la disposición continua vigente; criterio que se contra argumenta con aquel en virtud del cual la derogatoria es tacita por la prevalencia de la constitución como normas de normas frente a las disposiciones legales.

Las partes en el trámite de medidas de protección pueden conciliar alimentos, visitas, residencia separada, entre otros, o estos asuntos se deben surtir por tramite diferente? (ley 640 de 2001)

Si el asunto de violencia intrafamiliar esta en cabeza de una autoridad legalmente para conocer de tales asuntos la respuesta es afirmativa.

Si un comisario de familia dentro del trámite de una medida de protección por violencia intrafamiliar omite instar a las partes a celebrar un acuerdo de conciliación, la audiencia de conciliación o el fallo respectivo estará viciado de nulidad?

Existencia de preacuerdos.

Para responder a esta pregunta es importante determinar en que momento del trámite de medida de protección se omite instar a las partes a celebrar un acuerdo de conciliación, he manifestado que pueden existir dentro de este procedimiento preacuerdos tendientes a lograr fórmulas de dialogo y acercamiento para restablecer la unidad y la armonía en la familia, e incluso en el mismo escenario sin que haya una apertura formal de la petición de medida de protección.

Que es conciliable?

Cosa distinta es plantear que todos los eventos de violencia intrafamiliar son susceptibles de ser conciliados pues en mi criterio cuando el agredido es un menor de edad, o un limitado físico, psíquico o sensorial o una persona que se encuentra en un particular estado de indefensión o en incapacidad de resistir a la agresión o evento de agresiones severas, aun incluso contra personas sin ninguna de las limitaciones enunciadas, no es posible conciliar, porque la desigualdad de estas personas frente a aquel o aquella es evidente.
Conciliación penal.

En este orden de ideas, la audiencia de conciliación en la instancia no penal debe ser distinta a aquella que se adelanta en la penal, luego luego es deseable que el legislador en el ámbito penal establezca de manera expresa frente a que comportamientos delictivos es viable un acuerdo de conciliación sin que ello implique una negociación sobre el delito, porque el delito no es conciliable, lo que hemos manifestado al unísono muchos colegas comprometidos de manera particular con la necesidad de políticas públicas para promover la unidad y la armonía en la familia, es que no podemos admitir acuerdos en los que el agresor o agresora, simplemente se comprometa a “pagarle más pasito a la víctima” si no es posible establecer todos los eventos de conciliación, conviene en todo caso enunciar de manera expresa los eventos no conciliables.

-criterios orientadores de la conciliación.
Justamente por lo expuesto en precedencia en el mando del comité interinstitucional de reglamentación de la ley 575 de 2000 propusimos con otros colegas la urgencia de reglamentar unos criterios para adelantar la conciliación, criterios muy importantes para valorar adecuadamente el comportamiento del agresor/a desde la perspectiva de protección de los derechos de la víctima, pues su comportamiento es entendido primordialmente como una violación y menoscabo de derechos fundamentales.

A mi juicio la autoridad debe hacer una valoración de cada caso en concreto luego puede tomar o todos los criterios de la conciliación o alguno de ellos, y como son criterios vinculantes para la autoridad, deben ser considerados en su evaluación.

En todo caso, la aplicación de los criterios busca no solo adelantar en sentido formal la conciliación sino que de ella se desprendan acciones necesarias para proteger los derechos especialmente los de las víctimas, aun cuando no obsta para que se logren acuerdos en el sentido de acoger medidas a favor del agresor o agresora pero finalmente de la víctima y de la armonía en su familia.

La función del derecho penal: ¿protección de bienes jurídicos o protección de derechos?

Ciertamente en el ámbito penal también es bastante difícil que una norma contenga todos los eventos posibles de conciliación, pero si conviene una disposición que de manera expresa y taxativa enuncie los eventos no conciliables no solo como una garantía y certeza judicial, sino ante todo para privilegiar la protección de los bienes jurídicos protegidos como el bien jurídico de la vida y la integridad personal y el binen jurídico de la unidad y la armonía familiar.

En palabras más sencillas pero también más comprometidas en un sentido argumentativo, quiero decir que una cosa es proteger bienes jurídicos y otra distinta es proteger derechos aunque a primera vista parezca exactamente lo mismo, en el fondo lo que se pone en evidencia son 2 visiones sustancialmente distintas del derecho y de la misión que corresponde a los sistemas jurídicos penales y no penales, particularmente en estado de derecho con vocación democrática como el nuestro.

Constitucionalizacion del derecho penal o derecho penal constitucional?

De un modo más comprensible me presento y me cuestiono  seriamente la capacidad del aparato penal para proteger los derechos de las víctimas, es decir la capacidad de las agencias o instancias penales, esto es policía, tribunales y cárceles principalmente y digo principalmente porque hoy en día al menos en Colombia nos consta, hay una instancia del sistema jurídico nacional que atraviesa o riega todas las instancias además de la penal, que es la instancia que atraviesa o riega todas las instancias  además de la penal, que es la instancia constitucional sino de la constitucionalizacion del derechos penal, lo que en un lenguaje sencillo supone, unos principios que orientan cualquier regulación de derechos con el riesgo –afortunado para unos y desafortunado para otros- de que todo se nos vuelva derecho constitucional y terminemos en el caso del derecho penal desvirtuando su esencia como el derecho de la pena.
Debe darse el trámite de conciliación.

La conciliación es un escenario necesario en el marco de la acción de violencia intrafamiliar y la medida de protección que se acoja está estrechamente vinculada con el ánimo conciliatorio de las partes; su omisión y la consecuente imposición de una medida de protección de naturaliza el carácter tutelar de esta acción; la medida de protección podría incluso ser adecuada pero es preciso que la autoridad promueva el dialogo entre las partes y en el supuesto planteado –de no hacerlo- el conflicto intrafamiliar podría agravarse..
Podría revocarse la decisión en el sentido de imponer la medida como provisional y no desnaturalizar la tutela de derechos de la víctima.

En definitiva, no puede obviarse la conciliación, aun cuando es bien cierto que la autoridad podría considerar que la naturaleza de maltrato hace inviable un acuerdo por lo que procede forma inmediata a adoptar una medida de protección en virtud de la cual la víctima no siga corriendo más riesgo de ser agredida; si ese fuese el criterio de la autoridad lo cierto es que es incumpliendo el artículo 14 de la ley 294 de 1996 al perder primordialmente de vista que las agresiones además del daño físico directo que provoca a la víctima, atenta contra la unidad y armonía familiar, concepto que se hace extensivo a todos los integrantes de la familia y no loso a la víctima de maltrato físico.

Lo que en suma estoy planteando es la independencia entre el procedimiento de conciliación y la adopción de una mediada de protección, no obstante la interdependencia de ambas; si se ha adoptado una medida podría revocarse para aclarar que se trata de una medida provisional y que en cualquier caso se insta conforme a la ley para que las partes adelanten un procedimiento conciliatorio.

Comentario general.

En el marco del procedimiento de la normativa vigente, no existe una camisa de fuerza para que la autoridad concilie (entendiendo por la expresión concilie que las partes lleguen a una cuerdo) y no imponga una medida de protección y, tampoco hay una camisa de fuerza para que la autoridad no concilie e imponga una medida de protección, luego la configuración de la nulidad tendría que darse por otras razones, se esté en alguno de los eventos indicados.

e-  Audiencia de conciliación.

Si el agresor no comparece a la audiencia que debe celebrar el comisario de familia se tiene que aceptar los cargos?

Es una presunción legal que admite prueba en contrario y que debe desvirtuarse dentro del término para el trámite de la medida de protección previsto por ley, esto es hasta 10 días atendiendo la naturaleza tutelar de dicho trámite.

Si la víctima no comparece a la audiencia que debe celebrar el comisario de familia debe entenderse que ha desistido de su solicitud de medidas de protección?

No es aplicable el desistimiento tácito de la víctima pues su inasistencia puede darse por motivos ajenos a su voluntad –esto es- con justa causa, sin que ello implique que quiere desistir, y por tal razón el decreto 652 de 2001 en su artículo 5 dispuso que el termino para presentar la petición de medida de protección empezar a correr en los hechos de violencia intrafamiliar instantáneos desde el día de la consumación y desde la perpetración del último acto en los atentados o permanentes, siempre y cuando manifestare bajo la gravedad de juramento que ello obedeció a encierro, incomunicación o cualquier otro acto de fuerza o violencia proveniente del agresor.
Si tanto el agresor o agresora como la víctima no comparecen a la audiencia que debe celebrar el comisario de familia y no hay pruebas por practicar desde el comisario de familia imponer una medida de protección a partir de la presunción de que el agresor acepta los cargos formulados en su contra?

Decir  de entrada que la respuesta es afirmativa es sin duda colocar en un desequilibrio –en el marco de la acción de violencia intrafamiliar- el agresor/a respecto de su víctima.
Insisto también en la contracción que encierra establecer legalmente una presunción de aceptación de cargos formulados en contra del agresor cuando tales cargos son desconocidos por el agresor o agresora, justamente no asistió a la audiencia.

Aun cuando se entiende que esta presunción es un modo de garantizar mayores eventos de asistencia de los agresores a esta audiencia y que se adopten oportunamente medidas de protección en favor de la víctima.

Si una de las partes no acude a la audiencia de conciliación y se profiere fallo imponiéndole una medida de protección por violencia intrafamiliar desde cuando queda en firme dicha providencia?

En términos generales una providencia queda en firme cuando se han surtido de los recursos de ley, luego el presupuesto básico para la ejecutoria de una decisión es que sea notificada a las partes, esto es, que una vez sea conocida exista una oportunidad para rebatirla y si lo quieren interponer y sustentar los recursos de ley.

El artículo 16 de la ley 575 de 2000 dispone que la resolución o sentencia se dictara al finalizar la audiencia y será notificada a las partes en estrado y que los efecto de las notificaciones se entenderán surtidos desde su pronunciamiento y, en el evento de inasistencia de laguna de las partes en la audiencia de trámite para imposición de una medida de protección prevé que se le comunique la decisión mediante aviso, telegrama o cualquier medio idóneo.

En este orden de ideas, debo precisar que la conciliación es un procedimiento  que está integrado al trámite de petición de una medida de protección en materia de violencia intrafamiliar, pero es una figura que tiene identidad jurídica propia respecto de la medida de protección.
En definitiva debido a la sumariedad el procedimiento de imposición de una medida de protección, el escenario suele ser el mismo para la conciliación. Al punto que el acta de conciliación podría contener acuerdos de las partes, acuerdos que cumplen la misma función de la medida de protección o que simplemente equivalen a ella o son prácticamente las mismas medidas adoptadas por la autoridad en su fallo.
Por último es preciso señalar que la audiencia de la conciliación adelantada por un juez de paz o un conciliador en equidad  si tiene como finalidad exclusiva adelantar la conciliación, porque tales autoridades no tienen competencia para imponer medidas de protección ni de carácter provisional ni definitivo.
En este orden de ideas, la posibilidad de que los fiscales locales expidan una medida de protección provisional es temporal, porque su competencia es la persecución el delito en la esfera penal, de modo que una vez expedida la media de protección provisional, el fiscal deberá remitir el asunto a la autoridad administrativa o judicial competente, esto es,  al comisario de familia o en su defecto el juez civil municipal o promiscuo municipal, para el trámite de medida de protección, quien podrá hacer el seguimiento de la medida provisional o sustituirla por otra si lo estima pertinente –en consideración particularmente- a que la complejidad del conflicto familiar requiere una permanente revisión de su origen, evolución y fórmulas para atemperarlo o resolverlo.

Por otra parte el parágrafo 2 del artículo 5 de la ley 575 de 2000 refiere a que las medidas de protección definitiva podrán ser dictadas en forma provisional e inmediata, si se hace una interpretación literal de tal disposición, podría concluirse que la función del fiscal es exclusivamente la de dictar la medida provisional y no hacer seguimiento de la misma, interpretación si bien podría tomarse como válida es muy restrictiva, porque en mi criterio no hay allí contenida una prohibición expresa al respecto, para también estimular la decisión responsable de la autoridad penal aun cuando este revestida en forma temporal de una función –que en todo caso ha sido asignada en una norma específica sobre violencia intrafamiliar- y que opera como excepción al principio general.

Unos supuestos importantes son si el discal no impone la media de protección provisional a pesar de que ha sido solicitada o si una vez impuesta no hace seguimiento ni tampoco remite el asunto a las autoridades de conocimiento, en tales eventos no está cumpliendo con la naturaleza tutelar de las disposiciones sobre las cuales gravita la acción de violencia intrafamiliar o tramite de petición de media de protección.

Por otra parte el efecto devolutivo del recurso de apelación se compadece o es compatible si se prefiere con la naturaleza tutelar de la acción de violencia intrafamiliar como quiera que no suspenda el cumplimiento de la providencia apelada ni el curso de la actuación procesal.
La audiencia de conciliación es una sola?

Más que hablar de 3 audiencias, lo que se da son 3 eventos de conciliación, prueba y fallo, lo que podría calificarse como momentos que pueden hacer parte diferenciable de la audiencia de conciliación.

Si la respuesta a la pregunta anterior es afirmativa y se suspende o aplaca la audiencia de conciliación por inasistencia justificada de la víctima o el agresor o agresora es necesario citar o notificar a la parte incumplida de la nueva fecha?
Por una parte, las partes pueden solicitar el aplazamiento y comunicarlo de manera oportuna a la autoridad competente siempre y cuando no excedan los términos de la ley.

Como se cita?

Tal vez la dificultad de esta pregunta estriba en establecer si la citación a la audiencia se hace personalmente o por notificación.
En este orden de ideas, el inciso 2 el artículo 7 de la ley 575 de 2000 retomo el artículo 12 de la ley 294 de 1996 al determinar que la notificación de  citación a la audiencia se hará personalmente o por aviso fijado a la entrada de la residencia del agresor, inciso que es complementario con el primero  de la misma disposición, por cuanto regularmente cuando la víctima radica la petición de medida de protección, la autoridad ese mismo día dispone la fecha de la audiencia, con lo cual la victima queda citada en forma personal sobre la misma.

En todo caso a mi juicio, la autoridad debe evitar citaciones al agresor/a en su lugar de estudio o de trabajo, pues sin duda es una situación que puede ser causa de un mayor conflicto con la victima; y si en definitiva solo es posible ubicarlo en estos lugares, es importante sugerir a las autoridades delegadas par dicha citación que lo hagan en forma prudente y respetuosa.

Se vulnera el debido proceso o el derecho a la defensa de la parte que justifica su inasistencia si no se le notifica la nueva fecha de su celebración?

El decreto 652 de 2001 en su artículo 4 refiere a la informalidad de la petición y remite el decreto de tutela, con lo cual es posible de una parte corregir los datos imprecisos para continuar con su trámite.
La acción de violencia intrafamiliar esta lógicamente regida por principios como el derecho de defensa y la presunción de inocencia como principios que integran el debido proceso, en este orden de ideas, si apenas se inicia su trámite no tiene sentido victimizar al presunto/a agresor/a y mucho menos es admisible en el supuesto de que haya justificado su ausencia; siendo entonces pertinente que se le dé a conocer la nueva fecha de su celebración y si ello no ocurre a mi juicio no podría continuar el trámite de la acción.(lógicamente esto es posible mientras no se excedan los términos de la ley).

f-  funciones jurisdiccionales o administrativas?
Los comisarios de familia cuando adelantan un trámite de medida de protección por violencia intrafamiliar tienen funciones jurisdiccionales de acuerdo a lo señalado en varios fallos por el concejo superior de la judicatura?

La respuesta  a esta pregunta se campamento con lo expuesto en la sección de desacato.

En cualquier caso a mi juicio, las funciones asignadas a los comisarios/as de familia e  el marco de la acción de violencia intrafamiliar no nos convierte en jueces, más aun cuando las normas en virtud de las cuales se rigen laboralmente continúan vigentes en cuanto no se ha producido ni una derogatoria expresa o tácita que le asigne a estas autoridades una naturaleza distinta a la que tienen, esto es, no hay una norma por la cual se les otorgue una naturaleza distinta a la funcional.

El instituto Colombiano de bienes familiar como entidad coordinadora del sistema nacional de bienestar familiar  será el encargado de dictar la línea técnica a las comisarías de familia en todo el país.

De acuerdo a lo anterior pueden los comisarios de familia conducir o retener a las personas; en caso afirmativo cual sería el fundamento y en qué casos lo podrían hacer?

Solamente las autoridades judiciales pueden privar de la libertad.

El control de los actos de u  comisario de familia es administrativo o jurisdiccional?

A mi juicios, es administrativo porque no h dejado de ser una autoridad administrativa para pasar a ser jurisdiccional.

Si bien, las comisarios de familia en Bogotá estuvieron adscritas a la secretaria de gobierno y al departamento administrativo de bienestar familiar, considero que ante una presunta falta con ocasión de las funciones jurisdiccionales enmarcadas en la ley 294 de 1996, debe remitirse el asunto a los organismos de control de los jueces para que adelanten las averiguaciones del caso y establezcan si hay lugar o no a sanciones disciplinarias o de otro orden.

Los comisarios de familia tienen las mismas facultades y poderes disciplinarios propios de los jueces de la republica cuando tramita medidas de protección?

En principio no los tiene, a no ser que sean especialmente asignados en el marco de la ley, como ocurre en la ley 294 de 1996, cuando su artículo 17 le permite adelantar un trámite especial del desacato en audiencia, ante el incumplimiento del agresor/a de la medida de protección que impulso, trámite que debe continuar un juez.
Los comisarios de familia gozan de funciones policivas lo que se corrobora con la gama aplica de medidas de protección que pueden adoptar en forma permanente o provisional, atendiendo la naturaleza titular del procedimiento regulado en la ley 294 de 1996, y no podría ser al parecer de otra manera, habida  cuenta que su imposición debe estar acompañada de mecanismos que así lo permitan; (acuerdo 10 de 1995).

Quien debe conocer de los hechos de violencia intrafamiliar, si por ejemplo un comisario de familia de Usaquén inicia una medida de protección porque los hechos ocurrieron en su localidad pero las partes residen con sus menores hijos en ciudad Bolivar?

El factor de competencia de conformidad con la ley 294 de 1966 es el lugar de ocurrencia de los hechos.
De conformidad con el artículo 21 del código de procedimiento civil la coherencia –en materia civil- solamente puede alterarse en los eventos que son señalados por esta disposición en forma taxativa.

Vale anotar, que en el proceso de reglamentación de la ley 294 de 1996, la comisión interinstitucional encargada de la reglamentación, evaluó que el ejecutivo excedía sin duda, su capacidad reglamentadora, si consagraba un nuevo factor de competencia, en relación con el autorizado por ley 294 de 1996 y la ley 575 de 2000, aun cuando era deseable considerar el lugar de residencia de la víctima.

Los comisarios de familia tienen jurisdicción y competencia territorial en todo el distrito capital o está limitada a su respectiva localidad?

Considerando la naturaleza titular del procedimiento de imposición de medida de protección, podría asumirse la competencia a prevención a efecto de adoptar una medida de protección provisional.

En este orden de ideas en el marco del proceso de reglamentación de la ley 294 de 1996, la misión interinstitucional encargada de la reglamentación, planteo la posibilidad de que el decreto reglamentario de la misma –hoy decreto 652 de 2001- reglamentara la organización y funcionamiento en particular para las comisarías de familia de Bogotá D.C., y a mi juicio, esto no tiene que ser reglamentado por un decreto que está sujeto a la ley previa existente sobre la materia y que no puede entonces desbordarla, y en definitiva por el carácter general de la ley, siendo conveniente que cobije todos los supuestos y por supuesto considerando también, que un decreto reglamentario del ejecutivo, no puede ni cambiar la ley por su interioridad jerárquica, ni tampoco hacer regulaciones inconsultas con las autoridades, es decir, lo más lógico es que decisiones o regulaciones estrictamente organizacionales deben ser democratizadas, justamente para impedir inconvenientes ante la aplicación de normas que no están ajustadas a la realidad que cotidianamente acompaña a las autoridades en su ejercicio profesional.
Podría un comisario de familia de Usme asumir a prevención un caso de competencia de un comisario de familia de Suba, para luego remitírselo en el primer día hábil siguiente aduciendo que había menores afectados con la violencia intrafamiliar? Acceso a la justica.

La respuesta es afirmativa considerando  el principio del interés superior del niño.

g-  Recursos.

Como se debe enterar a las partes cuando se inadmite o se rechaza una medida de protección? ¿Frente al rechazo de una medida procedería el recurso de apelación aunque dicho trámite no lo prevea sino para el fallo de medida de protección?

Si se entiende por la palabra rechazo, el incumplimiento de la medida por parte del agresor la ley 294 de 1996 en su artículo 17 impone un trámite especial de desacato para la imposición de medidas de protección en audiencia y según tal disposición no procede la apelación, pero por remisión al decreto de tutela si procede la consulta.

La procedencia de un recurso debe darse por ley, y esto no admite ninguna interpretación extensiva, en este orden de ideas, la ley 294 de 1996 es muy clara  al consagrar la apelación solamente para el fallo de medida de protección definitiva.

5.  legislación de infancia. 

a- código de infancia y adolescencia. Ley 1098 de noviembre 8 de 2006. Con este código se busca un cambio de paradigma en al protección de los derechos de la infancia y la adolescencia en Colombia.
Es así como su artículo 7 consagra el nuevo paradigma conocido como la protección integral y la define como “el reconocimiento inmediato en desarrollo del principio del interés superior. La protección integral se materializa en el conjunto de políticas, planes, programas y acciones que se ejecuten en los ámbitos nacional, departamental, distrital y municipal con la correspondiente asignación de recursos financieros, físicos y humanos”.

Por su parte, el articulo 15 siguiente, regula el ejercicio de los derechos y responsabilidades en el siguiente orden: la familia, la sociedad y el estado y de manera expresa que los niños, las niñas y los adolescentes; tendrán o deberán cumplir las obligaciones cívicas y sociales que correspondan a un individuo de su desarrollo.

De otro lado, corresponde a los defensores de familia y comisarios de familia procurar y promover la realización y restablecimiento de los derechos reconocidos en los tratados internacionales, en la constitución política y el código de la infancia y la adolescencia. El seguimiento de tales medidas estará a cargo del respectivo coordinador del centro zonal de instituto Colombiano de bienestar familiar.
Se regula la figura de acumulación de pretensiones y pronunciamiento oficioso, como expresión del nuevo paradigma adoptado, aun frente a situaciones no alegadas por las partes y cuando ellas puedan tramitarse por el mismo procedimiento. Del mismo modo, procede la acumulación de procesos de alimentos y los créditos por alimentos a favor de niños, niñas y adolescentes gozan de prelación sobre todos los demás..

Sistema de responsabilidad penal para adolescentes.

El libro II consagra el sistema de responsabilidad penal para adolescentes y procedimiento especiales para cuando los niños, las niñas o los adolescentes son víctimas de delitos. Se define el sistema de responsabilidad penal para adolescentes como el conjunto de principios, normas, procedimientos, autoridades judiciales especializadas y entes administrativos que rigen o intervienen en la investigación y juzgamiento de delitos cometidos por personas que tengan entre 14y 18 años, al momento de cometer el hecho punible.

Por último, cabe señalar que mediante decreto 4652 de diciembre 27 de 2006 se reglamentó el artículo 216 de la ley 1098 de 2006, es decir, el sistema de responsabilidad penal de adolescencia, en cuanto a su implementación gradual, a partir del primero en enero de 2007 en lo que respecta a materias como: estudios técnicos, financieros y presupuestales, organización de las competencias territoriales, formación de funcionarios y empleados etc.

Finalmente, en el marco de esta demanda de inconstitucionalidad. La defensoría del pueblo solicito a la corte realizar integración normativa con en la cuerdo 280 de 2007 del concejo distrital de Bogotá D.C., sobre el cual expresa que comparte el propósito y los vicios de inconstitucionalidad que le atribuye a la norma aquí demandada, instando a que sea declarado inexequible de manera simultánea con aquella.

Al respecto la corte preciso que carece de facultades para acceder a esta solicitud. En relación con el tema, porque las competencias de esa corporación han sido taxativamente establecidas por el artículo 241 de la constitución política, texto que en manera alguna contempla la posibilidad de pronunciarse sobre la eventual exequibilidad de actos emanados de un concejo distrital o municipal, función atribuida de manera expresa a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, que es entonces la competente para decidir a este respecto.

El muro de la infamia. Acuerdo 280 de 2007. Concejo distrital de Bogotá D.C.

Trata de un muro que se exhibe públicamente en lugares estratégicos del territorio nacional con las fotografías y nombres de personas que han sido condenadas por cometer abusos y delitos sexuales contra menores de edad, su adopción fue promovida por concejales del distrito capital entre ellos la Dra. GILMA JIMENEZ.
Igualmente, la presencia del muro de la infamia se da en un momento que muchos delitos  abusos contra los menores de edad han sido visibilizados en el marco del sistema penal acusatorio, sin que pudiera afirmarse a ciencia cierta que como causa de esta visibilidad se ha incrementado el número de denuncias.

Según  un estudio de la alcaldía de Bogotá, cada año se registran unos 200.000 casos de abuso sexual de menores, la gran mayoría perpetrados por sus propios familiares y las victimas solo reportan el 30% de los casos.
Ampliación del término de prescripción de la acción penal: ley 1154 de 4 de septiembre de 2007.

Mediante esta ley se modificó el artículo 83 de la ley 599 de 2000, es decir, del código penal actualmente vigente, de la siguiente manera:

Artículo 10. “cuando se trate de delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, o el delito consagrado en el artículo 237, cometidos en menores de edad, la acción penal prescribirá en 20 años contados a partir del momento en que la víctima alcance la mayoría de edad.

Artículo 20. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación”.

Niños y niñas víctimas del conflicto armado: reclutamiento ilícito de menores de edad.

Es un tema bastante sensible, por cuanto en Colombia hay una tendencia generalizada de no hacer  responsables a menores de edad de 12 años pero cuando la franja es mayor, surgen diferentes criterios.

Pero tampoco puede la ley dar un margen muy amplio de apreciación para quien la aplica, por cuanto la sanción exigida para el menor de edad, puede resultar desproporcionada en relación con la gravedad de su comportamiento, ya sea por exceso o por defecto.

Nuestro código penal en el título II denominado de los delitos contra la persona y bienes protegidos por el derecho internacional humanitario en su artículo 162 consagra el reclutamiento ilícito de menores de edad, de la siguiente manera:

“El que con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, reclute menores de 18 años o los obligue a participar directa o indirectamente en las hostilidades o en acciones armadas, incurrirá en prisión de 6 a 10 años y multa de 600 a 1.000 SMLV”.

Lo cierto es que si se prueba la instrumentalización de los menores de edad eso es lo que importa para imponer la sanción penal, y cualquier interpretación caprichosa o perversa en el sentido enunciado en el párrafo anterior configura una manifiesta violación al principio constitucional de la igualdad.
De otro lado, el énfasis de la disposición aludida  está dado por el comportamiento de quien instrumentaliza, mas no en la calidad de niño o de niña instrumentalizado o víctima del conflicto armado, debiéndose decir, en su criterio de manera expresa que todo niño o niña instrumentalizado en el contexto del conflicto armado es una víctima.

CAPITULO 4 
La conciliación en materia de violencia intrafamiliar y técnicas para la resolución de conflictos
1.  La conciliación en Colombia.  En Colombia la conciliación no es una figura nueva; ya se utilizaba en la nueva granada con la ley 14 de mayo de 1834, al igual que los árbitros y amigables componedores.
Es así como, antes de intentarse un juicio entre las partes, se podría intentar la conciliación ante los jueces de paz y, una vez concluida esta, se elaboraba un acta que contemplaba los términos y condiciones pactadas, teniendo esta diligencia fuerza de escritura pública.

2. Que es conciliar? La conciliación en un sentido natural, es la oportunidad que se le otorga a los particulares para que compongan sus ánimos, independientemente de que esto se logre o no.

Consiste en “un trámite procesal o extraprocesal, de carácter judicial o extrajudicial, al que se someten voluntariamente o por mandato legal las partes de un conflicto, en el cual, a través de un acto jurídico, buscan llegar a una cuerdo, con la mediación de un funcionario competente, siempre que los derechos sean susceptibles de transacción; excepción hecha de algunos asuntos de la jurisdicción de familia, en donde se permite conciliar derechos que no son susceptibles de valoración pecuniaria, como la regulación de visitas, la custodia o los permisos para salir del país”.
Fundamento constitucional.

Aunque su reconocimiento en diversos textos legales Colombianos tiene ya varias décadas, la conciliación recién encuentra carta de naturaleza en la constitución política de 1991, cuyo artículo 116 dispone:

“la corte constitucional, la corte suprema de justicia, el concejo de estado, el concejo superior de la judicatura, la fiscalía general de la nación, los tribunales y los jueces, administran justicia. También lo hace la justicia penal militar”.

Sin perjuicio de lo anterior, es necesario advertir como a nivel constitucional la conciliación se ubica en el contexto de las herramientas de administración de justicia, de manera que la figura no constituye simplemente, como podría pensarse a primera vista, una respuesta coyuntural a la crisis de violencia, congestión o atraso judicial. En cambio, debe ser entendida como uno de los aportes estructurales relevantes para el rediseño de la función social de garantizar la justicia y la pacífica convivencia entre los Colombianos.

La conciliación representa, entonces, una opción institucional de acceso a la justicia, que debe entenderse como complementaria –y no como substitutiva- del poder judicial, por lo cual el estudio de las relaciones entre las 2 instituciones debe centrarse en la búsqueda de criterios de eficiencia y efectividad.

3.  tipos de conciliación.  Existen distintos criterios de clasificación de la conciliación. Según  la ley, este puede ser judicial o extrajudicial. Es judicial cuando forma parte  de un proceso y por tanto es de orden público; es decir, de obligatorio cumplimiento tanto para el juez como para las partes.
Existe también la conciliación prejudicial que se realiza por mandato de la ley y es obligatoria antes de iniciar un proceso judicial para evitar, de este modo, la judicialización del conflicto. (Lo que se conoce como conciliación concebida como condición de procesabilidad).

En todo caso, la conciliación referida en la ley 294 de 1996 no es la conciliación penal que le corresponde adelantar a un fiscal, por cuanto no es viable, el amparo de esta ley, entrar a discutir sobre el delito, sino imponer una medida de protección e intentar una cuerdo conciliatorio entre el agresor y su víctima, con el fin de proteger los derechos de esta última sin que se violen los derechos del primero. Para ello, el policía debe identificar los factores protectores y de riesgo de la salud física y psíquica de la víctima.

a-  Según el ámbito público-privado: teóricamente y sin tener en cuenta las formas que se presentan en Colombia, la conciliación puede explicarse a nivel de lo público o de lo privado.
Conciliación institucional.

Este tipo de conciliación es el promovido desde las instancias superiores de poder, a nivel amplio, tiene un carácter de obligatoriedad y en cuanto a los conciliadores se forman expertos que se especialicen en resolver problemas técnicos concretos, pueden ser abogados, jueces, trabajadores sociales, psicólogos, politólogos, etc.

Conciliación privada.

Este tipo de conciliación se da a nivel micro; se promueve desde los mismos actores, desde lo local, en lo cotidiano, se presente a voluntad de los actores y los conciliadores ciudadanos las realizan las personas reconocidas por los actores como intermediarios posibles; ellos no tienen capacitación, incluso muchos no saben que están haciendo una conciliación. Pueden ser los líderes comunitarios, el sacerdote, el profesor, el notario, etc.

b- Según el grado de mediación:  la conciliación puede tener 3 instancias en términos de la mediación como se reseña adelante:

Directa.

Es la sentencia en la cual las partes involucradas resuelven el conflicto ellas mismas, sin al intervención de un tercero.

Intermediada.

Es la sentencia en la cual se pide a un tercero que emita un concepto. Este tercero, promueve que los involucrados recurran a sus propios recursos para solucionar el conflicto, porque este no tiene ni el poder ni las herramientas técnicas para solucionarlo.

Técnicamente asistida.

En esta sentencia los involucrados esperan la decisión de un árbitro, que se supone capacitado para optar adecuadamente.

c-  Según ante quien se adelanta. 

Jueces de familia.

La modalidad de conciliación que se desarrolla en este despacho es especial: se comienza siempre por la descripción de las características de cada uno de los actores y se permite luego que cada uno exponga sus quejas y pretensiones. Llama positivamente la atención la transcripción de un escribiente, incluyendo las palabras exactas que usan el juez y las partes, constituyéndose luego en un valioso testimonio de estudio en caso de futuras revisiones.
También difiere el grado de neutralidad que muestran los jueces ante los involucrados, apreciándose desde una gran empatía por una de las partes, en algunos casos, hasta una clara imparcialidad en otros.

Una reciente investigación patrocinada por la corporación excelencia en la justicia sugiere la existencia de por lo menos tres características comunes de asuntos que ocupan la atención de la justicia civil, como son: se trata de conflictos entre agentes privados, cuya judicialización depende de la voluntad de una de las partes, siendo para ellas posible en cualquier momento desistir de la acción o abandonarla; pueden involucrar, además de las personas naturales, a personas jurídicas tales como empresas o asociaciones u; algunos de los procesos civiles consisten más en un trámite ante el estado, que en la solución de un conflicto.

4.  Materias objeto de la conciliación.  Conforme lo establecido por la ley 23/91, lo confirma la ley 446/98 y lo ratifica la ley 640/2001, es susceptible de conciliación todo lo susceptible de transacción o desistimiento, medio o no proceso, antes de preferirse sentencia de primera instancia, lo cual no solo es aplicable a todas las ramas del derecho, sino también a diversas circunstancias que rodean a la persona en su vida diaria.
5.  Requisitos de la conciliación.  La conciliación como acto jurídico tiene unos requisitos esenciales para su validez y eficacia, con el objeto de que produzca sus efectos jurídicos propios y son:

a- Legitimación.  Hace referencia a la relación entre el sujeto y el objeto del negocio. Las personas que concilian debe ser titulares de sus derechos, representantes legales si se trata de una persona jurídica, o haber sido nombrada por las partes, como ocurre en el campo laboral.
b- Capacidad.  Se entiende por capacidad la facultad que tiene una persona para ejercer sus derechos y contraer obligaciones; vale decir que quienes concilian debe tener la facultad para ejercer sus derechos y, así mismo, contraer obligaciones.
c-   Consentimiento. Es la manifestación de voluntad sobre un mismo objeto jurídico. Para ser válido, es necesario que esté exento de error, fuerza o dolo, pues si existe algún vicio, la conciliación estaría viciada de nulidad.

d- Objeto. El objeto es la materia sobre la que recae la conciliación. Este objeto debe ser lícito, es decir, estar permitido por la ley y acorde con la moral y las buenas costumbres.

e-  Causa. La causa es el móvil que induce al acto o contrato. En la conciliación la causa es común para las partes y consiste en poner fin a un conflicto y evitar un litigio judicial, un procedimiento arbitral y/o una huelga, según el caso.
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